
Bogotá, D.C., xx de febrero de 2022
Honorable

CONSEJO DE ESTADO 

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN CUARTA

(REPARTO)

E.    S.    D.
Demandante:
Maria Nubia Mejia Mejia 
Demandado: 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda - Sala Primera de Decisión 

Interesados: 
Personas indeterminadas-contribuyentes del Municipio de Pereira con interés legítimo en el proceso
Asunto: 
Acción de tutela con solicitud de medidas provisionales.
Yo, Maria Nubia Mejia Mejia , mayor de edad, vecina de Pereira, identificada como aparece al pie de mi firma, en nombre propio con todo respeto, en virtud del artículo 86 de la Constitución Política, solicito que se me tutelen los derechos fundamentales al debido proceso (artículo 29 de la Constitución Política -en adelante “C.P.”); el derecho a la igualdad (artículo 13 de la C.P. y 3 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, en adelante “C.P.A.C.A”) y acceso a la administración de justicia (artículo 229 de la C.P.), toda vez que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda-Sala primera de Decisión (en adelante el Tribunal de Risaralda) violó los anteriores derechos mencionados, mediante una providencia judicial del 30 de septiembre de 2021.

Mediante la mencionada providencia, el Tribunal de Risaralda determinó que no eran legales unos beneficios tributarios frente a los cuáles tanto la suscrita como muchos contribuyentes del Municipio de Pereira fueron acreedores en su momento. El Tribunal de Risaralda le dio efectos jurídicos y en el tiempo, de acuerdo con lo determinado por la jurisprudencia relevante, ilegales, y por ende dicha providencia debe ser removida del ordenamiento jurídico.

Igualmente solicitaré medidas provisionales de cara a la suspensión de los efectos de dicha providencia judicial, hasta tanto no se resuelva de fondo la controversia de legalidad que impulso mediante la presente acción de tutela. De igual forma solicitaré que se extiendan los efectos de la presenta acción de tutela a favor de otros contribuyentes que se encuentren en una situación similar a la propia.

Paso entonces a presentar unas
I. ADVERTENCIAS PRELIMINARES

Manifiesto bajo la gravedad de juramento que no he interpuesto otra acción de tutela respecto de los mismos hechos y derechos planteados en esta demanda. 
La presente demanda con acción de tutela se sustenta en la necesidad que ostenta tanto la suscrita como los demás contribuyentes del Municipio de Pereira de cara a la inseguridad jurídica en la cual sumió a los administrados el Tribunal de Risaralda. 
Como administrada y afectada por las decisiones del Tribunal de Risaralda, y en el entendido que frente a la sentencia que pretendo demandar no se tienen recursos o instancias procesales diferentes, al presente, se encuentra demostrado el requisito de subsidiariedad en el entendido que, no sólo los contribuyentes no tuvimos oportunidad procesal para referirnos acerca de la legalidad o conveniencia del Acuerdo revisado por el Tribunal de Risaralda, sino que aunado a lo anterior la providencia judicial que declaró inconstitucionales los beneficios tributarios a favor de la ciudadanía de Pereira, es de única instancia y no puede ser controvertida en ningún aspecto.


El Tribunal de Risaralda violó los derechos fundamentales de la suscrita y en general de los administrados del Municipio de Pereira, en especial el derecho al debido proceso, acceso a la administración de justicia y a la igualdad.

Igualmente es necesario que el Consejo de Estado tenga en cuenta que, la Gobernación de Risaralda violó el artículo 3º del C.P.A.C.A, en sus numerales segundo y tercero, toda vez que, de cara a otros actos administrativos que generaron los mismos beneficios tributarios del Municipio de Pereira, no enervaron el mismo medio de control de “revisión de validez” determinado en el Decreto 1333 de 1986, por lo que iría en contra de lo que el ordenamiento jurídico entiende como principio de igualdad de las autoridades, Si bien dicha falencia en el ejercicio de la administración pública no genera per sé una ilegalidad de la providencia judicial que se pretende atacar, sí podría entenderse que el efecto directo de dicha irregularidad se traduce en un tratamiento desigual para diferentes administrados de cara al lugar donde residen, en este caso al lugar donde residen dentro del Departamento de Risaralda. Así, tenemos que el Municipio de Dosquebradas, mediante el Acuerdo No. 27 de diciembre de 2020 estableció unos beneficios idénticos frente a sus contribuyentes.
 Dicho acto administrativo tiene sustentos, móviles y propósitos símiles al Acuerdo No. 14 del Municipio de Pereira; sin embargo, para la Gobernación de Risaralda ese Acuerdo no mereció su inspección o demanda de revisión de validez, teniendo así una actitud contraria a los principios que antes mencionamos, ya que promovió un recurso de validez frente a un Acuerdo y guardó silencio frente a otro, teniendo en cuenta que ambos actos administrativos contaban con iguales políticas públicas fiscales.

Así, por la violación a los principios de la administración pública en cabeza de la Gobernación de Risaralda, y por la indebida aplicación de la Constitución Política por parte del Tribunal de Risaralda, desatención al precedente judicial y por la ausencia de participación u oportunidad procesal que tuvo la ciudadanía de cara a ese proceso de revisión de validez, se materializó la violación a los derechos fundamentales que pretendo sustentar en este escrito de tutela; buscando que el máximo intérprete de lo contencioso administrativo en nuestro ordenamiento jurídico asuma el conocimiento del presente proceso, el cual tiene implicaciones y efectos para el ejercicio normativo de los entes territoriales a nivel nacional.
El Tribunal de Risaralda afectó mis derechos fundamentales al debido proceso, igualdad y acceso a la administración de justicia, al no atender las disposiciones normativas y constitucionales aplicables al caso, generar un perjuicio irremediable a los administrados del Municipio de Pereira en época de crisis económica y social, y generando, por motivo de la conducta ilegal de la Gobernación de Risaralda, circunstancias de desigualdad y parcialidad frente a administrados en las mismas circunstancias de hecho. El H. Consejo de Estado debe tener en cuenta los efectos nocivos e injustos que tiene la sentencia de única instancia del Tribunal de Risaralda de cara a los ciudadanos de Pereira, en especial de cara a otros administrados de otros Municipios que sí tuvieron los beneficios o amnistías tributarias a las que haremos referencia más adelante.
Este es el único medio judicial para promover la defensa de mis derechos fundamentales en este asunto.
II. RESUMEN DE LA CONTROVERSIA
Mediante el Acuerdo No. 14 del 6 de julio de 2021, el Municipio de Pereira adoptó unas medidas administrativas para la reactivación económica y se dictaron otras disposiciones. En dicho acto administrativo, se determinó en el artículo 17 lo siguiente:
ARTÍCULO DÉCIMO SÉPTIMO. CONDICIÓN ESPECIAL DE PAGO.

Los contribuyentes que se encuentren en mora por obligaciones correspondientes a impuesto predial, impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, sobretasa bomberil, sanciones tributarias relativas al impuesto de industria y comercio incluidas las relacionadas con la omisión de deberes formales, por los períodos gravables o años 2020 y anteriores, tendrán derecho a solicitar la siguiente condición especial de pago:
1. Si se produce el pago total del 100% de la obligación principal correspondiente a impuesto predial, impuesto de industria y comercio, avisos y tableros y sobretasa bomberil hasta el 31 de diciembre de 2021, los intereses se reducirán en un cien por ciento (100%). 

2. Si se produce el pago del cincuenta por ciento (50%) de la sanción tributaria, establecida en el Titulo III capítulo I Sanciones del Acuerdo 29 de 2015, incluidas las relacionadas con la omisión en el envío de información y omisión en el cumplimiento de deberes formales, hasta el 31 de diciembre de 2021, se reducirá el cincuenta por ciento (50%) restante.

PARÁGRAFO 1. Para acceder a la reducción de los intereses moratorios y las sanciones tributarias establecida en el presente artículo, el contribuyente deberá efectuar el pago total de la obligación en un único pago.

PARÁGRAFO 2. La condición especial de pago establecida en el presente artículo se extiende a aquellas obligaciones por concepto de impuesto predial, impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, sobretasa bomberil y sanciones tributarias por los períodos gravables o años 2020 y anteriores, que se encuentren en discusión en sede administrativa y judicial, y su aplicación dará́ lugar a la terminación de los respectivos procesos.

Dicho artículo fue promovido en revisión por parte de la Gobernación de Risaralda y remitido entonces el Acuerdo No. 14 al Tribunal de Risaralda, en virtud del Decreto 1333 de 1986, en lo que la norma entiende por “revisión de validez”, en el marco de una competencia antigua de las gobernaciones en nuestro ordenamiento jurídico, asumiendo una aparente superioridad en el conocimiento normativo por parte de las gobernaciones de cara a los municipios de su jurisdicción. En ese contexto, presentó entonces dicho medio de control, de única instancia, en donde estimó que el Concejo Municipal de Pereira había incurrido en actuaciones por fuera de su competencia al determinar unas amnistías, que a su juicio deben ser decretadas o establecidas únicamente por el Congreso de la República.
La Gobernación, con la anterior iniciativa y con la incorrecta decisión del Tribunal Administrativo de Risaralda, de acuerdo con la Secretaria de Hacienda del Municipio de Pereira, afectó a más de 15 mil fichas catastrales respecto del impuesto predial, y a más de 1.900 registros de industria y comercio. Con lo anterior se vieron entonces cargados
 saldos, que eran del beneficio de los contribuyentes, por encima por casi 10 mil millones de pesos.
El anterior saldo era entonces el beneficio potencial que se determinó en la política fiscal que sancionó el Municipio de Pereira mediante el acuerdo ya varias veces mencionado. En ese sentido, las implicaciones de la indebida interpretación de la Constitución Política por parte tanto de la Gobernación de Risaralda como por el Tribunal Administrativo de Risaralda tienen una directa afectación a los intereses de los contribuyentes, cuantificables y dichos perjuicios son demostrables y no pudieron ser defendidos por sus afectados en sede de la revisión de validez.
Esto, en un contexto de pandemia mundial, en donde las cifras de desempleo y desaceleración económica en nuestro país y municipio tienen un gran impacto en el bienestar social, es increíble que la Gobernación de Pereira, de la mano de una interpretación amañada y equivocada de la Constitución Política y con la coadyuvancia del Tribunal de Risaralda, van a sumir a miles de contribuyentes en una situación evidentemente desigual, inequitativa y a una carga tributaria desproporcionada en el marco de una crisis económica mundial.
Sendos entes territoriales han determinado amnistías y beneficios tributarios a favor de sus administrados, como lo presentaré más adelante, esto de acuerdo con las excepciones que fundadamente establece el ordenamiento, precisamente, para sortear situaciones excepcionales de crisis económica y social, tal como la que vivimos en el Municipio de Pereira con ocasión del virus COVID-19.

El H. Consejo de Estado debe determinar, cuál es la prerrogativa o competencias que tienen tanto los entes territoriales como sus corporaciones administrativas de representación política para establecer beneficios o amnistías, y en general administrar sus propios tributos; esto con el fin de evitar circunstancias como la que nos aqueja, en donde a los administrados se ven sometidos a una inseguridad jurídica importante, con sentencias que no respetan las situaciones jurídicas consolidadas, generadas en procesos de revisión de validez sumarios, cortos y no publicitados y en últimas, vulnerando los derechos fundamentales de personas como la suscrita, que incurrieron en importantes erogaciones personales para ser beneficiarias de amnistías que, el mismo Estado en cabeza de la Rama Judicial me negó con posterioridad.
El Tribunal de Risaralda, revisando de oficio algunas normas que no planteó el actor, consideró, basándose en jurisprudencia que dice todo lo contrario a su razón de la decisión, aplicando de manera incorrecta algunos artículos de la Constitución Política e incurriendo en contradicciones conceptuales, estimó que la Gobernación tenía la razón y declaró inválido el artículo 17 del Acuerdo 14 del presente año. El Tribunal entonces, en su sentencia de única instancia, determinó que el Concejo Municipal se había extralimitado en sus funciones, en una sentencia que se contradice a sí misma en varios de sus apartes, y que, en últimas determina que sí era competencia del Concejo Municipal, pero que no se había justificado de manera adecuada o correcta… 
Aunado a las fallas evidentes antes descritas, el Tribunal consideró que las condiciones de pago favorable, determinadas en el artículo antes referido, no se ajustaban al ordenamiento jurídico, a los fines esenciales del Estado y a la carta política. Y, luego de lo anterior, le daría a su providencia efectos retroactivos, pero desde la notificación de otra providencia judicial (sentencia C-448 de 2020) y no desde la propia, algo que, por lo menos no se compadece con la definición de lo que significa la retroactividad de las providencias judiciales.
Este es el único medio judicial que tengo a la mano para defender mis derechos fundamentales, y en últimas los derechos fundamentales de muchos administrativos que se encuentran en similar situación a la propia. Ruego al H. Consejo de Estado que administre justicia en este asunto, y determine de manera unificada y final si la competencia de los Concejos Municipales es aquella que se encuentra reglamentada en la Constitución Política y en la jurisprudencia que pasaré a exponer, o si por el contrario es aquella frente a la cual hace referencia el Tribunal de Risaralda.

En este escrito presentaré entonces los cargos (defectos sustantivo y fáctico, y de desconocimiento del precedente) mediante los cuales considero la sentencia del Tribunal de Risaralda violó mis derechos fundamentales, mencionando previamente el cumplimiento de los requisitos generales de procedibilidad que la jurisprudencia constitucional ha establecido necesarios que se deben evidenciar para la admisibilidad de la presente acción excepcional de tutela contra providencia judicial y presentaré una sustentación del por qué se debe decretar una medida provisional en el presente asunto. 
Finalmente, los diferentes cargos de la demanda se presentan en la forma dispuesta por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005, y concordantes. 
III. PARTES

1.-  DEMANDANTE.
Es actora en este proceso la señora Maria Nubia Mejia Mejia 
2.-  DEMANDADO.
Es demandado el TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE RISARALDA, Sala Primera de Decisión integrada por:

1. FERNANDO ALBERTO ÁLVAREZ BELTRÁN, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 7.526.433, con domicilio en la ciudad de Pereira, quien actuó como Magistrado ponente. Recibirá notificaciones a través de la secretaría del Tribunal, ubicada en el Palacio de Justicia Torre C de la ciudad de Pereira, y en el correo electrónico stadmper@cendoj.ramajudicial.gov.co
2. DUFAY CARVAJAL CASTAÑEDA, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 41.904.446 , con domicilio en la ciudad de Pereira. Recibirá notificaciones a través de la secretaría del Tribunal, ubicada en el Palacio de Justicia Torre C de la ciudad de Pereira, y en los correos electrónico stadmper@cendoj.ramajudicial.gov.co, franciscoj.guerra@gmail.com y dufaycarvajal@gmail.com.
3. JUAN CARLOS HINCAPIÉ, mayor de edad, identificado con la cédula de ciudadanía No. 10.109.227 de Bogotá, con domicilio en la ciudad de Pereira. Recibirá notificaciones a través de la secretaría del Tribunal, ubicada en el Palacio de Justicia Torre C de la ciudad de Pereira, y en los correos electrónicos stadmper@cendoj.ramajudicial.gov.co y juancalihincapie@yahoo.com
Igualmente, de acuerdo con la relevancia constitucional y la importancia que tiene el presente asunto para el quehacer fiscal de los entes territoriales a nivel nacional, insto al H. Consejo de Estado que, en la oportunidad procesal conducente, solicite el pronunciamiento de los entes territoriales que a bien tengan de participar en la presente acción de tutela, para que presenten las acciones, actos administrativos, acuerdos, ordenanzas, fallos en sede de revisión de validez u omisiones de dicho medio de control por parte de las respectivas gobernaciones; para que el órgano de cierre de la jurisdicción de lo contencioso administrativa, en este caso actuando como juez constitucional, tenga plena evidencia de las contradicciones en las cuáles se ha recaído en estos asuntos por parte de la administración de justicia. 
Mucho de lo anterior se surte gracias a que este antiguo medio de control es de única instancia, es especial y sumario, y goza de pocos controles procesales; por lo cual, las administraciones territoriales se encuentran sometidas a una inseguridad jurídica importante, llegando al absurdo en el cual, en algunos casos (Municipio de Dosquebradas) actos administrativos de contenido similar o idéntico, se ven unos sometidos al control de revisión de validez, y “derrotados” en juicio, y otros nunca se revisaron (por ejemplo el Acuerdo No. 27 del 1º de diciembre de 2020) y surtieron plenos efectos en el ordenamiento jurídico, y por ende en la ciudadanía (para provecho de la misma).

Así entonces, considero que el presente proceso, de confrontación constitucional entre una providencia judicial y la carta política, va más allá de un proceso con efectos inter-partes, y puede llegar a tener una gran incidencia en lo que será, inevitablemente, procesos de revisión de validez venideros, y de resultas inciertas.

Solicito entonces, respetuosamente, tener en cuenta la solicitud antes descrita, toda vez que los entes territoriales, con acuerdos vigentes, acuerdo declarados inválidos o proyectos de acuerdo en discusión, que traten acerca de beneficios o amnistías tributarias tienen un interés legítimo y directo en conocer las resultas de la presente acción de tutela. Lo anterior en el sentido de dar luces acerca de sus posibilidades judiciales de defender sus actos administrativos, o, por el contrario, de enrutar su quehacer fiscal de acuerdo con los lineamientos que predique el Consejo de Estado. Respecto a la posición procesal que debe tener un tercero interesado, en especial en sede de tutela, la Corte Constitucional en sentencia reciente manifestó:

Este Tribunal se ha encargado de diferenciar lo que se ha entendido por partes y terceros con interés. Se ha dicho que el “concepto de parte tiene una doble acepción según se la examine desde el punto de vista puramente procesal o teniendo en cuenta el derecho material en discusión. En el primer caso, son partes quienes intervienen en el proceso como demandantes o demandados, en procura de que se les satisfaga una pretensión procesal, independientemente de que les asista razón o no; de manera que desde este punto de vista la noción de parte es puramente formal. En sentido material tienen la condición de partes los sujetos de la relación jurídica sustancial objeto de la controversia o motivo del reconocimiento, así no intervengan en el proceso”. Por el contrario, de los terceros se dijo que son aquellos que “no tienen la condición de partes. Sin embargo, puede ocurrir que dichos terceros se encuentren vinculados a la situación jurídica de una de las partes o a la pretensión que se discute, al punto de que a la postre puedan resultar afectados por el fallo que se pronuncie. (…) En este evento, el interés del cual son titulares los legitima para participar en el proceso, con el fin de que se les asegure la protección de sus derechos”.

A la postre, como lo dice la Corte, los entes territoriales resultarían directamente afectados por las consideraciones o lineamientos que dicte el H. Consejo de Estado como juez constitucional en el presente asunto; este proceso tiene relevancia constitucional y su impacto es de nivel nacional.
IV. PRETENSIONES

Para tutelar mis derechos fundamentales, con todo respeto solicito al H. Consejo de Estado que:

PRINCIPALES:

PRIMERA: Que declare que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda vulneró mis derechos fundamentales al “debido proceso”, “igualdad” y al “acceso a la justicia”, en el proceso de revisión de validez del Acuerdo No.14 de 2021, al proferir la sentencia de única instancia del 30 de septiembre de 2021. 

SEGUNDA: Que deje sin efectos las partes motivas correspondientes y la parte resolutiva de dicha providencia judicial, en donde se declaró inválido el artículo 17 del Acuerdo 014 de 2021 y se le dio efectos RETROACTIVOS a dicho pronunciamiento.

TERCERA: Que, como consecuencia de la prosperidad de las pretensiones anteriores, ordene al Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda declarar válido el Acuerdo 14 de 2021, en todos sus apartes incluido el artículo 17 de dicho acto administrativo, por encontrarse de acuerdo con el ordenamiento jurídico.

SUBSIDIARIAS:

PRIMERA: Que deje sin efectos la parte resolutiva de la sentencia que le da efectos retroactivos al fallo, toda vez que esta interpretación va en contravía del ordenamiento jurídico y socaba los principios de confianza legítima, situaciones jurídicas consolidadas y buena fe de los administrados.

SEGUNDA: Que se declare que el artículo 17 del Acuerdo 014 de 2021 aplicará para los contribuyentes en los tributos mencionados, para la vigencia del año gravable 2020.
V. SOLICITUD DE MEDIDAS PROVISIONALES

Con fundamento en el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991, por ser necesario y urgente para proteger los derechos fundamentales invocados, y para evitar un perjuicio irremediable y no hacer ilusorios los efectos de un eventual fallo de tutela a favor, con todo respeto solicito al H. Consejo de Estado que, de manera transitoria y sólo mientras se resuelve con carácter definitivo este proceso de tutela, ordene la suspensión de los efectos jurídicos de la providencia invocada. Toda vez que, de acuerdo con la información suministrada de manera informal por parte del Municipio de Pereira, éste a iniciado o reiniciado los procesos de cobro en contra de los administrados antes beneficiados de sus políticas públicas, en mi criterio legales.
La jurisprudencia reciente de la Corte Constitucional ha determinado que la presente solicitud es procedente cuando:

La medida de suspensión provisional de actos concretos debe ser razonada y no arbitraria, producto de una valoración sensata y proporcional a la presunta violación o amenaza de los derechos fundamentales alegados. Así entonces, el Decreto 2591 de 1991, efectivamente permite suspender provisionalmente la aplicación de actos concretos que amenacen o vulneren un derecho fundamental, pero solamente cuando sea necesario y urgente para la protección del derecho, lo cual exige, por parte del juez de tutela, un estudio razonado y conveniente de los hechos que lleven a la aplicación de la medida.

La presente medida o solicitud, se hace necesaria y urgente, por las implicaciones tributarias y de hacienda pública que se originan con ocasión de la decisión por fuera del ordenamiento realizada por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda; no sólo en sus consideraciones sustanciales, sino en especial, por los efectos retroactivos que le dio a su providencia judicial.

De acuerdo con el primer resuelve de la providencia demandada, los efectos que se le dan a la misma son retroactivos, esto en el entendido que, de acuerdo con el Tribunal, el sustento del Acuerdo 14 de 2021, en lo que se refiere a la competencia del Concejo Municipal para generar las amnistías descritas en el artículo 17 del Acuerdo 14, es un Decreto Legislativo que fue posteriormente declarado inexequible por la Corte Constitucional. Esto es falso, y es sustento de algunos cargos aquí propuestos y que presentaré más adelante, pero la gravedad de esta indebida interpretación no termina en meros yerros en la argumentación de la providencia judicial, sino que sustenta igualmente los efectos de la decisión en el tiempo, donde argumenta el Tribunal, increíblemente, que los efectos de su sentencia se darán desde el momento de la declaratoria de inexequibilidad del Decreto Legislativo 678 de 2020 por parte de la Corte Constitucional, momento en el que el Acuerdo 14 no existía; afectando directamente a los contribuyentes que hicieron sus respectivos pagos de buena fe y contrariando la regla general de los efectos ex nunc de este tipo de control abstracto de legalidad. Al respecto la doctrina ha precisado que:

Ex tunc, significa “desde el origen”; una nulidad ex tunc es una nulidad que se retrotrae al día en que se concluyó un contrato, se dictó la resolución impugnada o, como veremos más adelante, entró en vigor una norma de carácter general o una ley.

Ex nunc, significa “en adelante”; la rescisión de un contrato a partir de que se pronuncia, la nulidad de una resolución general o de una ley, a partir de que se declara.

Para la doctrina, como para la jurisprudencia, los efectos jurídicos, en el tiempo, dependen necesariamente de la naturaleza de la decisión, de cara a los actos demandados. En este caso, el Tribunal de Risaralda emitió una providencia que removió una norma, de carácter general, del ordenamiento jurídico, socavando su presunción de legalidad y por lo tanto creando en el ordenamiento jurídico, efectos nuevos, constituyendo efectos jurídicos diferentes a lo que se tenían antes de su decisión. Por lo anterior, estamos entonces de cara a una sentencia constitutiva y no declarativa, que, de acuerdo con alguna doctrina, será siempre por regla general irretroactiva, es decir, con efectos ex nunc, veamos:

En cuanto a la naturaleza jurídica del acto de invalidación es necesario establecer si es de carácter constitutivo o declarativo. Se trata sin duda de un acto jurisdiccional, cuyo efecto típico consiste en la eliminación del acto viciado. En un principio se pensó que como el acto inválido llevaba latente en sí el vicio que le aquejaba, no podía dar origen a una relación jurídica; el acto viciado no había entrado en el mundo del derecho. De este principio se deducía que el acto de invalidación tenía carácter declarativo, pero, como hemos observado, los actos administrativos, aunque fueran inválidos absolutos, tienen presunción de legitimidad y son ejecutivos hasta tanto que sean invalidados. Vale decir, entonces, que el acto inválido tiene vida propia en el campo jurídico, y produce provisionalmente efectos jurídicos iguales a los que produciría en sentido válido. El acto de invalidación, pues, destruyendo lo que se había creado e impidiendo la producción de efectos ulteriores, sirve para hacer nacer, para producir, un efecto jurídico nuevo. Por ello puede decirse que el acto de invalidación entra en la categoría de actos constitutivos.


(Subrayas y negrillas mías).

Sin perjuicio de lo anterior, tenemos que, en nuestro ordenamiento jurídico, por regla general, el intérprete de la ley les asigna a sus providencias los efectos que, a su juicio estime pertinente otorgarles, teniendo en algunos casos, indicación legal de cuál debe ser el efecto en el tiempo de las declaraciones judiciales (artículo 189 del C.P.A.C.A en lo relativo a las sentencias decididas dentro del marco del numeral 2º del artículo 279 de la Constitución Política). En ese sentido, el proceso que nos aqueja nos subsume en una particularidad especial. El juicio al cual se somete el Acuerdo 14 de 2021 es un juicio de constitucionalidad, de legalidad, ¿de validez? 

El Decreto No. 1333 de 1986, norma que rige, para bien o para mal, este proceso, sostiene en los artículos que son de interés para el presente análisis que:

Artículo 119: Si el Gobernador encontrare que el acuerdo es contrario a la Constitución, la ley o la ordenanza, lo remitirá, dentro de los veinte (20) días siguientes a la fecha en que lo haya recibido, al Tribunal de lo Contencioso Administrativo para que éste decida sobre su validez.


(Subrayas y negrillas mías).

De la anterior redacción se entendería entonces que la revisión a la cual se somete el acto administrativo que nos aqueja, sería una revisión de constitucionalidad de dicha norma, de enfrentamiento ante algunos artículos de la constitución política; que para todos los efectos de la revisión que realizó la Gobernación, estaríamos hablando de los artículos que relacionan la competencia de los entes territoriales de cara a la administración de sus impuestos, y en general de los artículos (6º y 121) constitucionales que mencionan la prohibición de extralimitación de funciones y las competencias de las autoridades públicas. Es un conflicto de pleno derecho, acerca de la competencia para determinar beneficios o amnistías tributarias, enfrentando dichas herramientas de política fiscal al ordenamiento jurídico constitucional. 

Habiendo dicho eso, entonces estamos necesariamente ante un fallo que tendría los efectos de una demanda de nulidad por inconstitucionalidad, la cual tiene sus efectos determinados en la jurisprudencia de la siguiente forma:

De este modo, la jurisprudencia constitucional ha desarrollado las características principales y generales de los efectos en el tiempo de las sentencias de control de constitucionalidad, que como se dijo, aplican a los fallos de inexequibilidad y de exequibilidad condicionada. Dichas características, derivan en gran medida de los efectos en el tiempo de las normas de derecho. En este orden, se tiene que el efecto temporal de las proposiciones jurídicas es por regla general, (i) la aplicación general, inmediata y hacia el futuro, pero con retrospectividad, y (ii) siempre que la misma norma no disponga otro efecto temporal, esto es, que quien produce la norma tiene prima facie, la posibilidad de asignarle efectos temporales distintos de los que sugiere la regla general descrita.
 
¿Por qué la jurisprudencia constitucional menciona que los efectos de este tipo de análisis constitucional irían siempre hacia futuro y, en todo caso, podrían ser retrospectivos? ¿Qué se entiende por el efecto retrospectivo en este tipo de procesos de revisión de validez o de constitucionalidad? Al respecto, el Consejo de Estado en su Sección Quinta ha determinado, respecto de los efectos retrospectivos de las normas, lo siguiente:

“la ley tiene efectos de retroactividad cuando se aplica a situaciones jurídicas subjetivas consolidadas antes de su vigencia. Salvo casos excepcionales las leyes no pueden ser aplicadas en ésta modalidad. Se dice que la ley tiene efectos retrospectivos cuando la aplicación toma en cuenta situaciones no consolidadas antes de su vigencia. Esta aplicación sí está permitida, aunque sea más gravosa para el administrador, salvo que la ley diga lo contrario”

Entonces tenemos que las providencias que resuelven asuntos o juicios de constitucionalidad, por regla general rigen hacia futuro y, en todo caso, podrán regir a situaciones pasadas no consolidadas o con efectos retrospectivos, tal como lo menciona la jurisprudencia. En todo caso, como lo vimos anteriormente, el operador jurídico debe, para cada caso en concreto, determinar de acuerdo con los mandatos políticos supremos, los efectos que más se acomoden a los fines esenciales del Estado, y en general la ponderación de varios principios constitucionales y procesales, tales como la confianza legítima, la seguridad jurídica, la igualdad entre otros, a la hora de otorgarles efectos en el tiempo a sus providencias:

“La anterior presentación, aunque elaborada de manera sucinta permite comprender la dificultad que plantea adoptar reglas absolutas para conceder o no efectos retroactivos a las sentencias de inconstitucionalidad, pues la tensión permanente de principios como la cosa juzgada y la seguridad jurídica frente a la igualdad, la justicia y en últimas la supremacía material de la Constitución, enfrentan al operador jurídico a la necesidad de valorar en cada caso las circunstancias específicas a fin de adoptar la decisión que mejor se ajuste a los mandatos Supremos.
 (Corte Constitucional, sentencia C-619 de 2003)
¿Ponderó entonces de manera acertada el Tribunal Administrativo de Risaralda los efectos en el tiempo de su providencia judicial?

La doctrina ha entendido que, tal como se mencionó arriba por parte de la jurisprudencia constitucional, los efectos ex tunc en una providencia judicial de revisión de constitucionalidad, deben ser analizados y ponderados de cara a otros principios y derechos, en especial de cara a los administrados o contribuyentes de buena fe, los cuáles consolidaron su situación jurídica con la administración tributaria de cara a un acto administrativo que así se lo indicaba. Desde este punto de vista, la implementación de la retroactividad no puede basarse en una mera intención de volver las cosas al estado en que se encontraban sino, tal como lo señala el artículo 187 del CPACA, al mencionar que las sentencias “deben contener un análisis crítico de las pruebas y de los razonamientos legales, de equidad y doctrinarios estrictamente necesarios para fundamentar las conclusiones (…)” debió entonces basarse en un análisis riguroso por parte del operador judicial, en la ponderación de los efectos de su sentencia, y en especial tener en cuenta los derechos y situación jurídicas consolidadas de los administrados, para este caso en particular.

“Igualmente, el contenido de los actos administrativos no supone la mayoría de las veces, una relación de contraprestaciones mutuas, sino una imposición de cargas o una concesión de derechos (actos de gravamen o actos declarativos de derechos) y allí la regla de la retroactividad de la nulidad, para volver las cosas al estado en que se encontraban, no debe operar de manera automática. El respeto por los derechos de los administrados, enmarcados por ejemplo en conceptos como la confianza legítima del particular es un criterio que debe ponderarse a la hora de restablecer la legalidad, pues si bien la administración se mueve con la exorbitancia propia de sus responsabilidades en la consecución de los fines estatales, no puede perderse de vista que la protección de los derechos de los individuos es también uno de ellos. De similar importancia debe ser también el principio de igualdad, no entendido como igualdad formal, sino como la materialización de fórmulas que permitan un tratamiento por parte de las autoridades acorde con las realidades individuales y la justicia material del caso concreto.” 

(…)
“Con este análisis pretendemos fundamentar la posibilidad de modular los efectos de las nulidades de los actos administrativos, cuando de ello resultare una mejor manera de proteger el orden jurídico y los derechos de los particulares. De ninguna manera es el fundamento para desconocer derechos adquiridos o situaciones jurídicas que otorguen beneficios en cabeza de particulares de buena fe.”

El fallador aquí impugnado no analizó o precisó cuáles fueron los argumentos, mediante los cuales decidió, en su primer resuelve, darle efectos retroactivos a su decisión, ahora no retrospectivos, y cómo se podría ver este efecto de la providencia judicial conciliado con los principios de confianza legítima, situación jurídica consolidada y buena fe de los contribuyentes. La sentencia viola así no sólo la jurisprudencia imperante en el asunto, tanto la ya transcrita como la que se mencionaré a continuación del Consejo de Estado, sino que igualmente violó el ordenamiento jurídico en sus normas procesal administrativas, en el entendido que su providencia judicial no emitió un juicio de valor debidamente sustentado, crítico y de análisis suficiente de cara a una circunstancia de especial valor e interés sustancial como lo es el efecto de su decisión en el tiempo.

Ahora bien, sobre la atribución de efectos ex nunc a las sentencias de nulidad de los actos administrativos de carácter general, podemos indicar que se sustenta en dos ideas: i) la nulidad de los actos administrativos generales es asimilable en todos los sentidos a la inconstitucionalidad de las leyes y ii) de ello deriva que los efectos de las sentencias de uno y otro control deban necesariamente ser el mismo: ex nunc o hacia futuro.

Funda la doctrinante la anterior tesis en:

(…) Bajo el entendido de que la ley en sentido material es tan general como la ley en sentido formal, cierta doctrina judicial del Consejo de Estado de manera acertada precisó que los efectos de nulidad de los actos administrativos de carácter general deben ser los mismos que se predican para la inexequibilidad, “(…) porque naturalísticamente se trata del mismo fenómeno, la diferencia radica en el órgano jurisdiccional que resuelva el conflicto (…)”. En ese entendido, habida cuenta de que “La nulidad en el proceso contencioso administrativo (…) sólo busca que el orden jurídico del Estado sea reparado, [e] involucra una pretensión general y no particular (…) el efecto de la nulidad debe respetar sin duda las situaciones que se han desprendido del acto nulo, constituyendo decisión independiente. Por eso, tratándose de las situaciones jurídicas creadas y consolidadas en vigencia de la ley (en sentido material y formal), no se afectan, en virtud de la declaratoria de nulidad o de inexequibilidad de esa ley o norma jurídica a cuyo amparo se consolidaron. El cumplimiento de esa obligación, como situación jurídica, se concreta en el acto jurídico de un deber cumplido que, como tal, se entiende configurado y consolidado en vigencia de las citadas normas.

Los efectos que le dio el Tribunal de Risaralda a su sentencia son equivocados, y sólo en virtud de este yerro procesal, su providencia debería ser revocada. En lo que atañe al presente capítulo, los efectos de la errada providencia deben ser, en todo caso y hasta que se resuelva el presente asunto, suspendidos hasta que exista una decisión de fondo; toda vez que se debe evitar un perjuicio irremediable en contra de la administración local y de la ciudadanía, de cara a las situaciones jurídicas consolidadas, paz y salvo generados y en general las consecuencias administrativas y financieras que acarrea el errado efecto temporal que se le dio a la providencia judicial aquí impugnada.

En efecto, al generarse los efectos ex tunc, equivocados e infundados que ordenó el Tribunal de Risaralda, generó y afectó no solo a los contribuyentes de buena fe que realizaron sus pagos de acuerdo con lo que el Estado les determinó como norma para afrontar sus respectivas obligaciones tributarias; sino que somete a la administración local a una circunstancia compleja de cara a la administración de sus recursos, el cobro de las obligaciones tributarias, el manejo de cara a los contribuyentes que realizaron sus pagos frente a los beneficios tributarios o amnistías tributarias determinadas en el acuerdo revisado. Cualquier decisión que se tome por parte de la administración local de cara al tema que nos aqueja, sin tener en el presente proceso una decisión en firme, sería cuestionable y motivo incluso de ser sancionable de cara a una eventual responsabilidad fiscal o disciplinaria de sus funcionarios. La carencia en la explicación o análisis en la providencia judicial de cara a sus efectos en el tiempo, someten a la administración a una sin salida administrativa, amenazando las finanzas públicas de un perjuicio irremediable y grave; por ende, la suspensión de los efectos de la sentencia se torna urgente hasta tanto no se tenga una decisión de fondo de cara a la presente acción de tutela.

Por las razones antes expuestos, ruego al H. Consejo de Estado, conceder la presente solicitud de medidas provisionales, como herramienta temporal y urgente, en aras de evitar un daño antijurídico atribuible a la administración que represento, mayores perjuicios a los administrados, y en general, mitigar la incertidumbre en que nos sumió la infundada y errada sentencia del Tribunal Administrativo de Risaralda, por lo arriba definido.

Paso seguido, presento un breve recuento de los 

VI. HECHOS

3.-  EL PROCESO de única instancia promovido por la gobernación de risaralda. la gobernación no tuvo en cuenta las motivaciones y sustentos del acuerdo 14 de 2021 y el tribunal de risaralda fue contradictorio e ilegal en su decisión 
1. El Alcalde de Pereira radicó ante el Concejo Municipal el 5 de junio de 2021 el Proyecto de Acuerdo Nº 18-2021, a través del cual propuso diversos beneficios tributarios e incentivos tales como disminución de tarifas, tarifa cero para algunos tributos, gradualidad en la imposición de sanciones, y condición especial de pago en reducción de intereses moratorios y sanciones, entre otros; con el fin de reactivar la economía en el Municipio de Pereira.

En la exposición de motivos del Proyecto de Acuerdo se demostró el cumplimiento de los requisitos definidos jurisprudencialmente por la Corte Constitucional respecto de la procedencia de las amnistías o beneficios tributarios, mediante i) Situación de excepcionalidad: Análisis de los efectos económicos con ocasión a la pandemia en el Municipio de Pereira,  conforme la información reportada por el DANE respecto del incremento en la tasa de desempleo, cierres de establecimientos de comercio reportados por la Cámara de Comercio de Pereira y disminución de los ingresos percibidos por los contribuyentes de Pereira; ii) Mecanismo idóneo para solventar la crisis: El artículo 17 estableció descuento del 100% de intereses moratorios de obligaciones por concepto de impuesto predial, industria y comercio, sobretasa bomberil, y 50% de reducción de sanciones tributarias. En este mismo sentido, el Acuerdo 14 de 2021 adoptó otras medidas para incentivar la reactivación económica, tales como, reducción de tarifas y tarifa cero, adopción de la dación en pago, gradualidad en la imposición de las sanciones; iii) No afectación que de ella pueda derivarse para los principios de igualdad, equidad y justicia tributaria: Se enlistan los beneficios frecuentes dispuestos en Pereira para los contribuyentes cumplidos. 
2. El 6 de julio de 2021 el Concejo de Pereira aprobó el proyecto de Acuerdo en plenaria; el cual se denominó Acuerdo Nº 14 de 2021: “Por medio del cual se adoptan medidas de reactivación económica en el Municipio de Pereira y se dictan otras disposiciones”, publicado en la Gaceta Metropolitana Extraordinaria Nº 63 del 12 de julio de 2021.
3. En virtud del control de revisión de los actos expedidos por los Concejos Municipales, la Gobernación de Risaralda, el 4 de agosto de 2021 radicó
 ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, solicitud de invalidez del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021
.  
4. La Gobernación de Risaralda solicitó la Invalidez del artículo 17 transcrito, por considerarlo violatorio de la Constitución y la ley, en razón a que la facultad impositiva en materia tributaria otorgada a los entes territoriales por la Constitución Política debe ser ejercida con sujeción a la ley, y en ese sentido infirió que es el Congreso quien tenía la competencia para establecer el beneficio tributario. Así mismo, consideró que las medidas de condición especial de pago para los contribuyentes no justifican que sean la única alternativa para superar la crisis económica en el municipio, concluyendo que la motivación para el caso, no procedía, y además, solicitó la aplicación de la tesis sostenida por el mismo Tribunal de Risaralda en sentencia del 14 de mayo de 2021, radicación 2021-00080-00 proferida, como precedente horizontal. 
5. El Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda a través de sentencia proferida el 30 de septiembre de 2021, declaró con efectos retroactivos la invalidez del artículo 17 del Acuerdo Municipal Nº 14 del 6 de julio de 2021, de acuerdo con las siguientes razones:

a) Facultades de los Concejos Municipales: A su juicio sólo el Congreso tiene la facultad impositiva y los Concejos Municipales solo pueden decretar impuestos que hayan sido autorizados por la ley y éstos solo tienen “la facultad de fijar los elementos del tributo(…), en pro de cumplir con los fines del ordenamiento territorial y política fiscal, para lo cual pueden determinar beneficios o tratamiento preferenciales frente a los mismos, teniendo como limitantes la Constitución y la ley, lo que significa que su autonomía de gestión no es absoluta, sino que debe ejercerse respetando los lineamientos superiores.” En este sentido, colige que la reducción del 100% y 50% de los intereses moratorios y sanciones, aplicada a obligaciones por impuestos en general adeudados, se traduce en una amnistía tributaria que solo puede otorgarse por el legislador, y no por la entidad territorial, en atención a la reserva de ley contenida a su juicio, en el artículo 294 de la Carta Política. Esto, en el principio de la razón de su decisión, sin embargo paso seguido la sentencia sí encuentra que el Concejo Municipal sí tendría la competencia pero que, en este caso, no se encuentra debidamente sustentada la politica fiscal dentro del marco de la carga argumentativa que deben tener estos medios excepcionales de hacendarios.
b) Diferencia entre beneficios tributarios y amnistías tributarias: Luego de realizar la distinción de dichos conceptos, el Tribunal concluye que, con ocasión de la potestad tributaria de los entes territoriales, estos pueden establecer beneficios tributarios respecto de los impuestos, pero no les es dado, consagrar amnistías o saneamientos tributarios cuya regulación no cumpla con los presupuestos mínimos para su creación, es decir, la validez de estos se encuentra supeditada a la justificación suficiente, idónea y necesaria que se le imparta al órgano territorial al momento de su proposición. Solo proceden de manera excepcional por criterios de política fiscal, económica y social, que justifican con suficiencia la medida adoptada para cada caso en particular. Criterios, que a su juicio no fueron debidamente evidenciados en la exposición de motivos del acuerdo.

Posteriormente, de forma contradictoria el Tribunal de Risaralda deduce que el otorgamiento del 100% y 50% sobre los intereses y sanciones de los impuestos, tasas, contribuciones y multas pendientes de pago a la entrada en vigencia del referido acuerdo, sí desconoce los lineamientos trazados por la Corte Constitucional respecto a la prohibición de consagrar amnistías o saneamientos tributarios sin los presupuestos necesarios para su creación, acarreando como consecuencia un desconocimiento de los principios de igualdad y equidad, y en ese sentido considera que se constituye en una causal de invalidez del artículo 17, toda vez que a su juicio el artículo 294 de la CP (que no tiene nada que ver) no les otorgó a los municipios las facultades de conceder amnistías, y expresa que es el legislador quien debe determinar la situación excepcional que amerite la adopción de la amnistía e ilustrar los elementos de idoneidad y necesidad de la medida.
c) Principios de igualdad y equidad tributaria: Para el Tribunal el criterio de equidad tributaria se constituye en una expresión del principio de igualdad, entendido como la prohibición de fijar preceptos legales que establezcan tratamientos tributarios diferenciados de manera injustificada, bajo tal supuesto, se tiene como regla general que el tributo debe aplicarse a todo el que efectúe el hecho generador de la obligación. En ese sentido expresa que, el otorgamiento de los descuentos de intereses moratorios y sanciones contemplado en el Art. 17 del Acuerdo 14-2021 transgrede el principio de igualdad y equidad tributaria, sin si quiera analizar ni pronunciarse frente a los argumentos expuestos por el Municipio en la contestación a la solicitud de invalidez, en la que se mencionó las diferentes medidas de reactivación económica adoptadas en el mismo Acuerdo Municipal, dirigidas en su gran mayoría a los contribuyentes cumplidos. 

d) Efectos retroactivos de la sentencia: Ordena aplicar la invalidez del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021 con efectos retroactivos refiriéndose a la fecha de la sentencia C-448 del 15 de octubre de 2020 que declaró inexequible el Decreto Legislativo 678 de 2020, pues erradamente expresa el Tribunal que no podían los entes territoriales expedir Acuerdos basados en una norma que ya había sido retirada del ordenamiento jurídico y de manera equivocada menciona que el Acuerdo 14 del 6 de julio de 2021 aprobado por el Concejo Municipal de Pereira se fundamentó en el Decreto Legislativo 678 de 2020, cuando ni en la exposición de motivos ni en el articulado si quiera se hace mención a dicha norma. En consecuencia, el Tribunal ordena aplicar los efectos retroactivos a situaciones jurídicas consolidadas, teniendo como fecha de retroactividad el 15 de octubre de 2020, fecha en que la Corte Constitucional profirió la sentencia C-448/2020.

Es importante advertir la falta de cuidado y lectura del Proyecto de Acuerdo, toda vez que dentro de las disposiciones constitucionales, legales y jurisprudenciales referidas en la exposición de motivos no se encuentra el Decreto Legislativo 678 de 2020, y por tal razón no podía el Tribunal ordenar el efecto retroactivo de la invalidez del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021, supeditándolo a la sentencia de inexequibilidad C-448 de 2020, toda vez que el Acuerdo 14 nunca fundó su existencia o la competencia del Concejo Municipal nunca se supeditó a la vigencia del Decreto antes mencionado, sino más bien en la Constitución. De igual forma, tampoco es cierto que el artículo 17 del Acuerdo 14 hubiese reproducido lo contenido en los artículos 6 y 7 del D.L. 678/2020 El 29 de mayo de 2015,
4.-  las violaciones materializadas al contribuyente suscrito
2.1.- El Tribunal Administrativo de Risaralda violó los derechos fundamentales de los administrados, las cargas asumidas por los contribuyentes en el presente proceso son desproporcionadas e inconstitucionales.
17.- Maria Nubia Mejia Mejia 
VII. CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS GENERALES DE PROCEDIBILIDAD 

Como se sabe, la Corte Constitucional
 ha clasificado en dos grupos los requisitos que se deben cumplir para que proceda la acción de tutela contra providencias judiciales: los generales y los especiales. 
En este capítulo muestro porqué esta demanda de tutela cumple todos los requisitos generales de procedibilidad. En el capítulo siguiente me referiré a los defectos particulares en los que incurre la providencia judicial que pretendo atacar.
5.-  LA CUESTIÓN QUE SE DISCUTE TIENE RELEVANCIA CONSTITUCIONAL.
El presente asunto tiene relevancia constitucional, de acuerdo con dos consideraciones fundamentales:


1. La providencia judicial tuvo efectos directos en contra de administrativos que no tuvieron la oportunidad o momentos procesales idóneos para presentar una postura o una defensa judicial idónea frente al asunto en cuestión. El administrador de justicia incurrió en graves falencias y contradicciones en su fallo de única instancia, violando los derechos de acceso a la administración de justicia por parte de los administrados, violando la igualdad de cara a otros administrados, Las falencias de la providencia judicial atacada tiene vocación de ser relevante constitucionalmente, toda vez que sus implicaciones tienen alcance constitucional de cara a la violación de los derechos fundamentales de los administrados; esto es, de cara al debido proceso y acceso a la administración de justicia (efectos ilegales que se le dio a la sentencia de única instancia, violando el principio de irretroactividad tributaria) e igualdad (indebida interpretación de la Constitución Política de cara a los artículos que le otorgan facultades a los Concejos Municipales de administrar sus tributos. 
La jurisprudencia constitucional ha determinado que la relevancia constitucional, además del asunto que presentaré a continuación, se entiende como aquella que se oriente a la protección de derechos fundamentales
, o involucre garantías superiores y no sea de competencia exclusiva del juez ordinario.
  Así entonces, vemos que las consecuencias jurídicas generadas por la sentencia que se demanda en el presente medio de control sobre los administrados de la ciudad de Pereira, tiene implicaciones constitucionales toda vez que la misma viola algunas garantías y derechos fundamentales tal y como se dijo arriba.
Los cargos específicos en donde se determinan la violación de los derechos fundamentales de los administrados se establecerán de acuerdo como lo determina la jurisprudencia de unificación como cargos o requisitos específicos de procedibilidad.
2. En segundo término, este medio de control constitucional tiene relevancia toda vez que atañe a un elemento fundamental del modelo de gobierno de nuestro Estado de Derecho, En efecto, tanto el Tribunal Administrativo como la Gobernación de Risaralda desconocieron el principio o modelo de descentralización administrativa que pregona e irradia nuestra carta política. Restando u omitiendo las competencias de los Concejo Municipales de cara a la administración que estos pueden ejercer sobre sus tributos, estaría desconociendo el propósito o espíritu de la carta en lo que respecta a la representación administrativa y política de las entidades territoriales, y en suma, despojándolas de su relevancia en nuestro modelo de gobierno.
Teniendo en cuenta que el primer aspecto de cara a la relevancia constitucional de este aspecto se desarrollará en mayor envergadura en un capítulo posterior en este escrito de demanda, paso a referirme en este capítulo a la relevancia constitucional de cara a nuestro modelo de gobierno, a saber:

El presente asunto tiene relevancia constitucional porque se trata de un asunto neurálgico a nivel nacional, en especial, de cara a las políticas públicas de carácter fiscal ya sea como consecuencia de las competencias a nivel nacional o a nivel territorial. 

Como se ha dicho anteriormente, el presente proceso se resume, en gran medida, en determinar si los Concejos Municipales tienen o no competencia para establecer beneficios o amnistías tributarias de cara a la administración de sus tributos de fuente endógena. Este asunto, en el marco socio económico que nos aqueja, es de especial relevancia, ya que sendas disposiciones legales y administrativas del nivel nacional, han dispuesto condiciones especiales para los contribuyentes y, en el marco de la emergencia económica y social con ocasión de la pandemia, el Estado, encabezado por la administración pública tanto a nivel nacional como territorial, debe propender para que los fines esenciales determinados en el artículo segundo de la carta política sean satisfechos, creando políticas públicas que enruten o alivien la economía nacional.

En ese sentido, herramientas de política fiscal como el Acuerdo 14 en su artículo 17 son la materialización de esa necesidad político-administrativa que tiene la administración pública de hacer frente a las necesidades sobrevinientes de sus administrados. El servicio a la comunidad y promover la prosperidad general son fines esenciales del Estado, y sus políticas públicas, ya fueren determinadas en normas de carácter particular o general, deben propender por el cubrimiento o cumplimiento de dichos fines. En ese sentido, sendas entidades territoriales han emitido actos administrativos de carácter general, siguiendo las pautas normativas del gobierno nacional, pero, sobre todo, acogiendo las necesidades palpables de la comunidad, buscando circunstancias de beneficio o de alivio en sus cargas, en este caso, tributarias.
Parece entonces un contra sentido que, por un lado, el poder público, en su rama ejecutiva, busque caminos eficientes para evitar una mayor debacle social y económica en la sociedad colombiana, pero por el otro, la rama judicial, de la mano de interpretaciones equivocadas y con un exceso ritual manifiesto, en el mejor de los casos, evite que dichas políticas públicas se materialicen en favor de la comunidad, que, como se dijo, es el fin esencial del servicio público. Entonces, esta vía de tutela, además de buscar que se cumplan esos fines esenciales determinados en el artículo segundo de nuestra carta política, busca además generar un precedente jurisprudencial, conjuntamente al que se aporta en el presente escrito, que busque brindar seguridad jurídica, no solo a los administrados y contribuyentes en nuestro ordenamiento jurídico, sino también a las entidades territoriales y a la administración pública en general, respecto de la creación de condiciones favorables o amnistías tributarias.

En sentencia reciente, la Corte Constitucional estableció cual era la finalidad de este requisito general de procedibilidad, el cual lo definió como:

(i) Preservar la competencia y la independencia de los jueces de las jurisdicciones diferentes a la constitucional y, por tanto, evitar que la acción de tutela se utilice para discutir asuntos de mera legalidad; 

(ii) restringir el ejercicio de la acción de tutela a cuestiones de relevancia constitucional que afecten los derechos fundamentales y, finalmente, 

(iii) impedir que la acción de tutela se convierta en una instancia o recurso adicional para controvertir las decisiones de los jueces

Este requisito genérico de procedibilidad busca demostrar, en primera instancia, que “la cuestión que se entra a resolver es genuinamente una cuestión de relevancia constitucional que afecta los derechos fundamentales de las partes”
.  Entonces, el problema jurídico constitucional debe tener serias implicaciones en los derechos fundamentales de las partes involucradas o afectadas por la providencia judicial, que en este caso no es otra cosa que la inobservancia flagrante y grosera no sólo de la constitución, sino del precedente jurisprudencial imperante en la materia. Al no aplicar o interpretar de manera errada el ordenamiento jurídico constitucional, violó de manera seria los derechos fundamentales al debido proceso y al acceso a la administración de justicia de mi poderdante, y como consecuencia de lo anterior, afectó la confianza legítima, la seguridad jurídica y la situación jurídica consolidad de los contribuyentes que realizaron sus respectivos pagos de buena fe.

Además de lo anterior, la jurisprudencia constitucional colombiana, trayendo a colación lo que han establecido otras jurisdicciones en amparos jurídicos similares, ha dado igualmente indicaciones de lo que, en nuestro proceso de confrontación constitucional se debe entender como relevancia constitucional, veamos:

De manera semejante, la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) español (Ley Orgánica 2 de 1979), exige, para efectos de la procedencia del recurso de amparo constitucional, que en la demanda se justifique “la especial trascendencia constitucional del recurso” (numeral 1 del artículo 49, modificado por el artículo único de la Ley Orgánica 6 de mayo 24 de 2007). La admisión del recurso de amparo, entre otras, está sujeta, en los términos del literal b) del numeral 1 del artículo 50 de la ley en cita (modificado por el artículo único de la Ley Orgánica 6 de mayo 24 de 2007), a que, “el contenido del recurso justifique una decisión sobre el fondo por parte del Tribunal Constitucional en razón de su especial trascendencia constitucional, que se apreciará atendiendo a su importancia para la interpretación de la Constitución, para su aplicación o para su general eficacia, y para la determinación del contenido y alcance de los derechos fundamentales”

Entonces, la relevancia constitucional además de contar con la evaluación particular de la violación a los derechos fundamentales de las partes o parte que invocan la acción de tutela debe verse igualmente frente a la relevancia que tiene el análisis del asunto frente a ordenamiento jurídico; sobre todo frente a la relevancia o importancia que tiene en el plano constitucional el conflicto entre la providencia judicial que se pone en cuestión y la carta política. No es entonces un asunto de menor calado para nuestro ordenamiento el determinar, de manera clara y unificada, qué entidad y en qué condiciones puede generar las políticas fiscales como aquellas determinadas en el artículo 17 del Acuerdo 014 de 2021. Hasta qué punto en realidad aplica en nuestro país la descentralización administrativa, la autonomía territorial y en general, lo que establece la constitución como prerrogativas de los territorios y sus corporaciones de cara a la administración pública.

¿Qué pretendió el constituyente a la hora de establecer que nuestro Estado era descentralizado administrativamente? 
Al respecto, el Departamento Nacional de Planeación da luces
, en un documento reciente, de los motivos y propósitos de la descentralización administrativa en nuestro país:

La descentralización política en Colombia surge como respuesta a una crisis de legitimidad que se expresa a su vez, en un conjunto de crisis en las instituciones y criterios básicos de la democracia: crisis de los gobiernos locales, crisis de los servicios públicos, crisis de la democracia representativa, crisis de la participación ciudadana, crisis de gobernabilidad.

Podemos afirmar que la situación que condujo a la expedición de la reforma descentralista en Colombia se caracterizaba por deficiencias extremas en cuanto a la democracia económica y social, deficiencias en la democracia representativa tanto en términos de los criterios como de las instituciones básicas, carencia de democracia participativa y directa, predominio de condiciones de fondo adversas a la democracia y baja gobernabilidad. Muy rápidamente presentamos a continuación una descripción de la situación. El contexto de la reforma descentralista es una situación de enorme desigualdad, tanto entre personas como entre regiones. El proceso de la democracia económica y social, requisito para la democracia política, se caracterizaba por su fragilidad, ya que la producción económica se concentraba en ciertas regiones, lo cual es natural en los países en vía de desarrollo.

(…)

La situación que condujo a la expedición de las reformas descentralistas puede caracterizarse como una crisis de legitimidad y gobernabilidad del Estado colombiano que se expresaba fundamentalmente en las restricciones a la democracia, el deterioro en la provisión de bienes y servicios públicos locales, especialmente en los municipios más pequeños y atrasados y en el surgimiento de protestas sociales y paros cívicos que confrontaban al gobierno. Todos estos factores fueron articulados en un diagnóstico oficial que consideraba al centralismo como una de sus causas principales, quizá la más importante. El Gobierno Nacional había concentrado más del 80% de los ingresos tributarios del país y desempeñaba directamente funciones de carácter local. La creación de una transferencia a los municipios, como proporción del impuesto a las ventas, había sido un primer esfuerzo por apoyar a los gobiernos locales pero claramente insuficiente y el situado fiscal para los departamentos era administrado por la Nación, por medio de entidades desconcentradas territorialmente. Paralelamente, la situación fiscal del Estado era preocupante y se exploraban mecanismos para redefinir funciones y recursos entre niveles de gobierno a fin de hacer más eficiente el gasto, lo que condujo a la formulación de propuestas de racionalización de los ingresos de los gobiernos territoriales.

Así, tenemos entonces que la descentralización administrativa se originó como respuesta a unas necesidades flagrantes, de gobernabilidad y de administración pública en nuestro país. Dicha descentralización busca entonces otorgar competencias, facultades a los órganos políticos y administrativos de los entes territoriales. En otras palabras, capacidad de decisión frente a su quehacer administrativo y determinación de sus fuentes de ingreso, o administración de recursos de origen endógeno. Así lo entendió el DNP:

(…)

Existen tres tipos de descentralización administrativa: desconcentración, delegación y devolución. (…)

La devolución es la transferencia de funciones, recursos y capacidad de decisión a entidades territoriales con autonomía política, jurídica y patrimonial. El principal rasgo que distingue la devolución de la delegación, es el hecho de que la entidad territorial cuenta con autonomía política para elegir sus gobernantes y tomar las decisiones sobre sus políticas de desarrollo. La devolución es una modalidad de descentralización que se configura principalmente en los países federales, donde los estados que conforman la federación son autónomos, pero también se desarrolla en países unitarios, cuando mediante normas constitucionales y legales, se confiere un elevado grado de autonomía política a las entidades territoriales. Por tanto, para poder hablar de la existencia de devolución, es preciso que se haya cumplido previamente con el requisito de la descentralización política.

(…)

En la experiencia colombiana se utiliza comúnmente el término descentralización territorial, para referirse a la combinación de descentralización política con descentralización administrativa bajo la modalidad de devolución. Por lo tanto, cuando hablemos de descentralización o de descentralización territorial la entenderemos en este sentido.

Entonces, la descentralización administrativa en nuestro ordenamiento se encuentra determinada como aquella que entrega un elevado grado de autonomía a los entes territoriales, la cual se encuentra sustentado en el artículo 209 de la C.P. y normas afines, y su alcance lo ha establecido la Corte Constitucional de la siguiente manera:

La autonomía de las entidades territoriales implica que éstas tienen derechos y competencias que deben ser protegidos de las interferencias de otras entidades y, en especial, de la Nación, teniendo en cuenta que las autoridades locales son quienes mejor conocen las necesidades de la región que tienen a su cargo, por tener contacto directo con la comunidad. En consecuencia, el legislador no puede establecer reglas que vacíen la competencia de las entidades territoriales consagrada en el artículo 287 superior, punto sobre el cual la Corte se ha pronunciado en reiteradas ocasiones, afirmando que la ley no puede, so pretexto de diseñar el régimen de ordenamiento territorial, establecer normas que limiten la autonomía de las entidades territoriales hasta el punto de que la capacidad para gestionar sus intereses llegue a ser simplemente nominal o formal.
Entonces, al determinar el Tribunal Administrativo del Quindío, de manera errada que no existe la prerrogativa o competencia por parte del Concejo Municipal para aprobar los actos administrativos tales como el enviado por revisión por parte de la Gobernación de Risaralda, lo que pone en juego, en la práctica, es el modelo de Estado que se encuentra consignado en la Constitución Política de nuestro país.

Es entonces evidente, de acuerdo con lo que se dijo arriba, que no es posible hablar de descentralización administrativa por parte de nuestro ordenamiento, cuando jueces o magistrados cometen las arbitrariedades que encontramos en la sentencia aquí demandada; socavando las competencias que vía constitucional se les otorgó a los miembros de los Concejos municipales.

Así entonces, este asunto tiene relevancia constitucional, en la medida que por vía de este pleito, se está revisando y analizando, en la práctica, si en realidad nuestro Estado sí se puede definir como un Estado descentralizado administrativamente, si es que acaso ese término tiene algún significado. Para los magistrados del Tribunal de Risaralda al parecer no, ya que las limitadas funciones y competencias que tienen los entes territoriales, en este caso el concejo de cara a iniciativas del alcalde municipal, son tachadas de ilegales, bajo la equivocada premisa de que toda regulación o administración de recursos de origen tributario tiene que venir del Congreso de la República. ¿En qué Estado de derecho nos encontramos? ¿Cuál es el modelo de Estado que buscó la constitución y que se debe proteger en sede judicial, en este caso por vía de tutela? 

En el marco de una pandemia como la que vivimos, al parecer sin vísperas de fin cercano, es evidente que las decisiones administrativas, tributarias e impositivas deben tomarse de manera ágil y acorde a la realidad de cada uno de los territorios a nivel nacional. Esto lo previó la Constitución Política, quiso quitarle poder al centralismo citadino y darle poder de decisión, poder administrativo y de recaudo a los líderes y gobernantes locales, los que conocen y entienden las necesidades y realidades de sus administrados regionales.

En este desconcierto nacional e inseguridad jurídica de cara a las políticas públicas que deben ejecutar los diferentes detentores del poder público, se hace necesario y relevante que la más alta autoridad contencioso administrativa en sede de tutela se pronuncie de fondo, ya sea en un sentido o en otro, y que determine en efecto cuales son las competencias de las corporaciones tales como los concejos y asambleas, si es que acaso la Constitución Política no es lo suficientemente clara, como al parecer no lo es de acuerdo al Tribunal de Risaralda.

El impacto de este fallo tiene vocación de ser nacional, y por ello, en el capítulo de “partes” integro a los que creo, están directamente interesados en este asunto, listado enunciativo claro está.

Por todo lo arriba expuesto, el presente asunto tiene relevancia constitucional. 

6.-  SUBSIDIARIEDAD: el suscrito contribuyente no tiene otros medios de defensa en contra de la sentencia del tribunal de risaralda.
El Decreto 1333 de 1986, en sus artículos 119 y siguientes determina que el proceso de “revisión de validez” será de única instancia. Por ende, en contra de la providencia judicial mediante la cual se violentaron los derechos fundamentales del suscrito no existe recurso judicial alguno. Este entonces es el único medio que tengo para velar por la defensa de mis derechos fundamentales.
7.-  INMEDIATEZ: LA TUTELA SE INTERPONE EN UN TÉRMINO RAZONABLE DESPUÉS del conocimiento de la sentencia del tribunal de RISARALDA.
No son mayores explicaciones para concluir que esta demanda de tutela cumple con el requisito de inmediatez, debido a que la providencia impugnada data del 30 de septiembre del 2021, es decir dentro de los 6 meses establecidos por la jurisprudencia constitucional para tal fin,

8.-  SE VIOLARON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES AL ACCESO A LA JUSTICIA Y AL DEBIDO PROCESO a la IGUALDAD DEL suscrito
La sentencia demandada violó mis derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la administración de justicia e igualdad, de acuerdo con las siguientes consideraciones:
La indebida y errada interpretación de la Constitución Política, de la normatividad tributaria, así como de la reiterada jurisprudencia proferida por las altas cortes, que hiciera el Tribunal de Risaralda en la sentencia del 30 de septiembre de 2021, transgredieron de manera directa y flagrante los derechos fundamentales a la igualdad, debido proceso, y acceso a la administración de justicia, tal y como se explicó en párrafos anteriores, ya que:

· Al contrariar la Constitución Política de cara a los artículos 287 y acordes, de cara a la competencia que tienen los entes territoriales, en este caso el Concejo Municipal, en administrar sus recursos, contraría el debido proceso y el acceso a la administración de justicia; toda vez que el fallo evidente en el servicio de la administración de justicia socaba los parámetros fundamentales de interpretación de la Ley que deben fundar las decisiones de los administradores de justicia. 
· Se viola el derecho fundamental a la igualdad, cuando el Tribunal de Risaralda, por medio de una errada interpretación judicial, pone en una situación desigual a los administrados de la ciudad de Pereira, de cara a otros administrados de otros municipios; frente a los cuales sí se realizaron políticas fiscales IGUALES a las nulitadas por el Tribunal, y frente a las cuales, sus actos administrativos que las sustentan NO se encuentran nulitados o anulados. Igualmente, este derecho fundamental se encuentra violado cuando se interpreta de manera errada los artículos de nuestra Constitución Política que desarrollaré más adelante.
· Se violan los tres derechos fundamentales antes expuestos, por violar directamente la constitución y darle un efecto ILEGAL a su sentencia, otorgándole efectos retroactivos violando los derechos fundamentales de los administrados que se acogieron a la política fiscal del Municipio de Pereira; socavando la confianza legítima, la buena fe y contrariando la jurisprudencia constitucional la que, pacíficamente ha establecido como regla la del respeto a las situaciones jurídicas consolidadas y en general de otorgarle a este tipo de providencias la de tener efectos IRRETROACTIVOS.
Estas violaciones, como bien lo sabe su despacho, se presentarán más adelante como cargos o defectos de la providencia que se pretende atacar. Sin perjuicio de lo anterior, me permito realizar un breve recuento en el presente capítulo de requisitos generales de procedibilidad de las violaciones materializadas por el fallo que pretendo impugnar.
El Tribunal Administrativo de Risaralda, al considerar que los entes territoriales no tienen competencia para otorgar beneficios tributarios como las amnistías, sino que es competencia privativa del legislador, desconoce el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, el cual ha establecido los requisitos para la procedencia excepcional de las amnistías tributarias por parte de los entes territoriales, restándoles la posibilidad a los contribuyentes y administrados que se han afectado con la crisis económica generada con la pandemia a causa del Covid-19, una situación que aliviane las cargas tributarias y coadyuve en la reactivación económica de la ciudad. 
En ese orden de ideas, el Tribunal de Risaralda encamina su argumentación determinando que el único competente para establecer amnistías tributarias, en casos especiales, es el Congreso de la República toda vez que la facultad impositiva está en cabeza única y exclusivamente de dicha rama del poder público. Y esto lo sustenta con sendos apartes jurisprudenciales que determinan que el único cuerpo colegiado llamado a crear tributos es el Congreso, mediante leyes de la República. La creación de tributos NUNCA fue objeto de la litis, y nunca se estableció por parte del ente territorial que represento que tanto la alcaldía municipal como el Concejo tuvieran la facultad de crear tributo alguno, por el contrario se estableció en la defensa del Acuerdo 014 que dicha facultad se enmarca en las facultades de ADMINISTRACIÓN de sus tributos, y precisamente en la sentencia de la Corte Constitucional que declaró inexequible el Decreto Legislativo 678 de 2020. 

Posterior a ello, el Tribunal de Risaralda pasa a determinar que, por lo anterior, la autonomía fiscal de los entes territoriales no es absoluta, y que en todo caso se podría estar en el marco de la violación al principio de la predeterminación de los tributos. Una vez más, el Tribunal no logra evidenciar la diferencia ABISMAL entre la creación de un tributo territorial, y la administración y recaudo de este, puesto que las potestades constitucionales han sido otorgadas a diferentes autoridades. La primera-creación de tributos al Congreso de la República (Artículo 338 de la C.P.) y la segunda-administración y recaudo-a los entes territoriales (Artículo 287 numeral 3o de la C.P.).  Sus fundamentos jurídicos y legales son tan ambivalentes, que la misma jurisprudencia que trae a colación en su providencia judicial (pág. 14 de la sentencia) menciona que el legislador no tiene una discrecionalidad absoluta de cara a su potestad, toda vez que debe respetar la autonomía territorial, autonomía que el Tribunal niega en su decisión de única instancia. 

Remata el Tribunal de Risaralda, después de sustentar su feroz negativa a que los entes territoriales no podrán establecer beneficios tributarios o amnistías, ya que los mismos no pueden crear tributos, y de alguna manera esto es lo mismo para el Tribunal; luego de ello, determina que tal vez si tengan dicha facultad, siempre y cuando se observe la Constitución y la Ley, a saber:

En este orden de ideas, las corporaciones públicas territoriales, tienen la facultad de fijar los elementos del tributo creados previamente por la Ley, en pro de cumplir con los fines del ordenamiento territorial y política fiscal, para lo cual pueden determinar beneficios o tratamiento preferenciales (sic) frente a los mismos, teniendo como limitantes la Constitución y la ley, lo que significa que su autonomía de gestión no es absoluta, sino que debe ejercerse respetando los lineamientos superiores.

Entonces, sí pero no; el Tribunal dice entonces que los entes territoriales como el Municipio de Pereira pueden administrar sus tributos y generar beneficios tributarios, pero con las limitaciones que proponga el ordenamiento. Para el H. Magistrado las limitantes son, fundamentalmente que no se pueden crear tributos por parte de los entes territoriales, sin embargo, lamentablemente, aquí nunca se habló de eso, y en todo caso en ánimo de discusión, las limitantes a las herramientas de política fiscal como la determinada en el artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021 es que sean: i) Situación de excepcionalidad; ii) Mecanismo idóneo para solventar la crisis; iii) No afectación que de ella pueda derivarse para los principios de igualdad, equidad y justicia tributaria.

Entonces, para el Tribunal, a fin de cuentas sí es posible establecer la amnistía tributaria por parte de los entes territoriales, siempre que se sustente de manera adecuada, (ver páginas 20 y 21 de la sentencia del 30 de septiembre de 2021), teniendo en cuenta las circunstancias excepcionales de la crisis social y económica debido al COVID-19; SIN EMBARGO, y de manera sorprendente, a pesar de haber concluido que la competencia, luego de haber dicho que no, sí recaía sobre los entes territoriales de cara a la administración de sus tributos y el decreto de beneficios y amnistías, determinó que, por cuenta de la sentencia de la Corte Constitucional ya mencionada anteriormente, que declaró inexequible el Decreto Legislativo 678 de 2020, se alteraría la competencia constitucional de las entidades territoriales y por ende, ya no sería entonces competente para generar dichas amnistías. 

El Decreto Legislativo antes mencionado NUNCA fue sustento de competencia alguna de cara las funciones tanto del Municipio de Pereira como de su Concejo Municipal, todo lo contrario, la sentencia que declaró su inconstitucionalidad SÍ LO FUE, precisamente porque las atribuciones de administración de los tributos territoriales se encuentran previstos en la carta política.

Entonces, el Tribunal de Risaralda sustenta en parte su declaratoria de invalidez, en una sentencia de constitucionalidad que dice todo lo contrario, una sentencia
 que defiende la descentralización administrativa tumbando así un Decreto Legislativo que pretendía socavar dichas competencias. Entiendo mal dicha sentencia, entendió que la competencia de los Concejos Municipales para determinar dichas políticas fiscales venía de un Decreto Legislativo, que no es, y aunado a ello le da efectos a su sentencia desde la declaratoria de inconstitucionalidad de la sentencia en la que se basa, de manera errada.
Aunado a lo anterior, el Tribunal no tuvo en cuenta el precedente jurisprudencial aplicable el cual a voces de la Corte Constitucional el precedente judicial cumple, además, con unos fines específicos: a) lograr una concreción del principio de igualdad en la aplicación de las leyes; b) constituir una exigencia del principio de confianza legítima, que prohíbe al Estado sorprender a los ciudadanos con actuaciones imprevisibles y; c) garantizar el carácter normativo de la Constitución y la efectividad de los derechos fundamentales, así como la unidad y coherencia del ordenamiento jurídico. 

De esta forma, y acorde con pronunciamientos de la misma Corporación reiteradas en sentencia T-093-2019 “el desconocimiento del precedente se configura, cuando un juez desconoce las reglas jurisprudenciales fijadas por un órgano de cierre sin justificar las razones por las cuales se aparta de dichas reglas. Este defecto debe revisarse, a su vez, a partir de dos variables: a) el desconocimiento del precedente constitucional y; b) el desconocimiento del precedente de la jurisdicción natural.

En la misma providencia, y en lo concerniente al desconocimiento del precedente constitucional ha dicho la Corte Constitucional que “debe comprobarse la existencia de un conjunto de sentencias previas al caso por resolver, bien sea varias de tutela, una de unificación o una de constitucionalidad, y que dicho precedente, respecto del caso que se estudia, tenga un problema jurídico semejante y unos supuestos fácticos y normativos análogos. 

En ese sentido, la misma Corporación ha sostenido que existen diversas formas de desconocer un precedente constitucional, tales como: a) aplicar disposiciones legales que se declararon inexequibles en una sentencia de inconstitucionalidad; b) aplicar disposiciones legales cuyo contenido normativo haya sido encontrado contrario a la constitución; c) contrariar la ratio decidendi de las sentencias de constitucionalidad y; d) desconocer el alcance de los derechos fundamentales fijado por la Corte Constitucional a través de la ratio decidendi de sus sentencias de tutela.

Respecto del desconocimiento del precedente de la jurisdicción natural, la Corte Constitucional ha sostenido que las sentencias proferidas por los órganos de cierre generan, por una parte, deberes de obediencia por parte de los jueces de instancias inferiores y, por otra parte, deberes de coherencia judicial. En ese sentido, desconocer un precedente proferido por la Corte Suprema de Justicia o por el Consejo de Estado sin una justificación razonable, constituye también la configuración de una vulneración al debido proceso y a la igualdad.
Por todo lo anterior, y lo cargos que presentaré más adelante, la sentencia demanda viola mis derechos fundamentales al acceso a la administración de justicia, igualdad y debido proceso.
9.-  la sentencia demandada no es UNA SENTENCIA DE TUTELA.
La sentencia que se pretende demandar en acción de tutela es una sentencia que resuelve un medio de control de validez y no aquella que resuelve peticiones constitucionales en el marco de una demanda de tutela.
VIII. CUMPLIMIENTO DE LOS REQUISITOS ESPECIALES DE PROCEDIBILIDAD: LA SENTENCIA DEMANDADA VIOLÓ LOS DERECHOS FUNDAMENTALES AL DEBIDO PROCESO, ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, A LA IGUALDAD, VIOLÓ DIRECTAMENTE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y DESATENDIÓ EL PRECEDENTE.
La Sala Primera de Decisión del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda profirió sentencia de única instancia declarando la invalidez con efectos retroactivos del artículo 17 del Acuerdo Nº 14 de 2021 aprobado por el Concejo de Pereira, con base en los siguientes argumentos:

Igualmente, menciona que los municipios tienen la facultad de otorgar beneficios tributarios a impuestos municipales por un plazo limitado, máximo de 10 años y que le está vedado a la ley conceder alivios sobre tributos de propiedad de las entidades territoriales. No obstante, para el Tribunal la competencia otorgada a los municipios solo está circunscrita a los beneficios tributarios y no a las amnistías tributarias, pues a su juicio el artículo 294 de la Constitución Política no concedió dicha facultad. De igual forma, para el Tribunal tanto la jurisprudencia de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado han señalado que es el legislador quien debe determinar la situación excepcional que amerite la adopción de la amnistía e ilustrar los elementos de idoneidad y necesidad de la medida.
Adicionalmente, el Tribunal toma como fundamento lo expresado por la Corte Constitucional en sentencia C-448 de 2020 la cual analizó la exequibilidad del Decreto legislativo 678 de 2020, y expresó que las amnistías tributarias que tienen como sustento la ocurrencia de la pandemia del Covid-19, no podrían proyectarse sobre obligaciones fiscales cuya exigibilidad se hubiere cristalizado antes de la emergencia sanitaria que declaró el Ministerio de Salud, sin embargo, erradamente sostiene que el artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021, estableció una amnistía sobre todos los impuestos pendientes de pago y los intereses- sanciones por los periodos gravables o años 2020 y anteriores.

De esta forma, sostiene que es necesario declarar la invalidez solicitada por el Gobernador, toda vez que el ente territorial no podía expedir un Acuerdo basado en una norma que fue declarada inexequible, es decir, a su juicio los descuentos otorgados en el artículo 17 del Acuerdo 14-2021 estaban sustentados en el Decreto Legislativo 678 de 2020. En esa línea de pensamiento, ordenó efectos retroactivos de la declaratoria de invalidez teniendo el 16 de octubre de 2020, fecha a partir de la cual la Corte Constitucional declaró la inexequibilidad del artículo 7 del D.L. 678 de 2020, considerando que la retroactividad se configura cuando una norma se aplica a las situaciones que se consolidaron con anterioridad.
10.-  CARGO PRIMERO: VIOLACIÓN DIRECTA DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA ESPECÍFICAMENTE LOS ARTÍCULOS 83 Y 363. VIOLACIÓN DE LOS PRINCIPIOS DE IRRETROACTIVIDAD EN MATERIA TRIBUTARIA, BUENA FE, CONFIANZA LEGÍTIMA Y SITUACIÓN JURÍDICA CONSOLIDADA.
El artículo 363 superior establece una prohibición de rango de constitucional, pues en materia tributaria el constituyente restringió la aplicación retroactiva de las normas. Se trae a cita textual el artículo 363 mencionado: 

“ARTICULO 363. El sistema tributario se funda en los principios de equidad, eficiencia y progresividad. Las leyes tributarias no se aplicarán con retroactividad.” (Resaltado propio)
El precepto constitucional antes transcrito trae consigo la protección de otros principios ligados a la irretroactividad tributaria, tales como el principio de confianza legítima y buena fe, así como también los efectos de la aplicación de la normatividad tributaria cuando existe modificación o derogatoria de la misma frente a situaciones que acaecieron con anterioridad o aquellas que se encuentran en curso.

En este sentido, la Corte Constitucional manifestó que la irretroactividad de las normas jurídicas tributarias se respalda tradicionalmente en el concepto de seguridad jurídica, de manera que la norma impositiva tenga un carácter previo a la producción de los hechos que regula, con el fin de que su alcance pueda ser conocido por los destinatarios de la norma y por los eventuales realizadores de los hechos generadores del gravamen, evitando de esta manera que los sujetos pasivos de la obligación tributaria, puedan ser tomados por sorpresa, lo que a su turno garantiza la realización del principio de legalidad, a partir del cual se amparan los hechos causados y consolidados bajo el imperio de una norma jurídica.
Igualmente, bajo el mismo lineamiento, la jurisprudencia de las altas cortes ha aplicado dicho precepto a las decisiones judiciales, en aras de dar cumplimiento a los principios de buena fe y confianza legítima, de manera que resulta menester revisar en cada caso la configuración de situaciones jurídicas consolidadas con el fin de no transgredir dichos principios. 
La Corte en sentencia C-235 de 2019 reiteró la posición jurisprudencial respecto a los principios de buena fe y confianza legítima en materia tributaria, dispuestos en el artículo 83 de la Carta, entendiendo el principio de buena fe “como una exigencia de honestidad, confianza, rectitud, decoro y credibilidad que otorga la palabra dada, a la cual deben someterse las diversas actuaciones de las autoridades públicas y de los particulares entre sí y ante éstas, la cual se presume, y constituye un soporte esencial del sistema jurídico(…). En pocas palabras, la buena fe incorpora el valor ético de la confianza y significa que el hombre cree y confía que una declaración de voluntad surtirá, en un caso concreto, sus efectos usuales, es decir, los mismos que ordinaria y normalmente ha producido en casos análogos.” 

A su vez, en la misma sentencia el alto tribunal definió el principio de confianza legítima como aquel que “pretende proteger al administrado y al ciudadano frente a cambios bruscos e intempestivos efectuados por las autoridades. Se trata entonces de situaciones en las cuales el administrado no tiene realmente un derecho adquirido, pues su posición jurídica es modificable por las autoridades. Sin embargo, si la persona tiene razones objetivas para confiar en la durabilidad de la regulación, y el cambio súbito de la misma altera de manera sensible su situación, entonces el principio de la confianza legítima la protege. En tales casos, en función de la buena fe, el Estado debe proporcionar al afectado tiempo y medios que le permitan adaptarse a la nueva situación. Eso sucede, por ejemplo, cuando una autoridad decide súbitamente prohibir una actividad que antes se encontraba permitida, por cuanto en ese evento, es deber del Estado permitir que el afectado pueda enfrentar ese cambio de política”.

De igual forma, la Corporación en sentencia C-235 de 2019 reiteró que “En materia tributaria, (…) el principio de buena fe se deriva del principio de irretroactividad[48], bajo el entendido de que “los efectos producidos por la ley tributaria en el pasado debe respetarlos la ley nueva, es decir, que las situaciones jurídicas consolidadas no pueden ser desconocidas por la ley derogatoria, porque la conducta del contribuyente se adecuó a lo previsto en la norma vigente para el periodo fiscal respectivo y de acuerdo con las exigencias allí impuestas.”

Además, en sentencia C-604 de 2000 se indicó que su amparo se activa una vez “el legislador ha establecido unas condiciones bajo las cuales los contribuyentes realizan una inversión, hacen una operación, se acogen a unos beneficios, etc, [entonces] éstas no pueden ser modificadas posteriormente en detrimento de sus intereses, porque la conducta del contribuyente se adecuó a lo previsto en la norma vigente al momento de realizarse el acto correspondiente y de acuerdo con las exigencias por ella previstas.”

De tal forma, la observancia del principio de la buena fe en este tema depende del respeto de las situaciones jurídicas consolidadas derivadas del principio de irretroactividad.” (Énfasis propio)
Si bien la misma Constitución prohibió la aplicación retroactiva en materia tributaria, el Tribunal de Risaralda violando de manera flagrante el artículo 363 constitucional, en la sentencia objeto de tutela ordenó la invalidez del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021 con efectos retroactivos. 

En este punto, llama la atención la errada aplicación que da el Tribunal al artículo 363 Superior “considerando que la retroactividad se configura cuando una norma se aplica a las situaciones que se consolidaron con anterioridad, pues los hechos o consecuencias jurídicas que se formaron con fundamento en el Acuerdo que hoy es objeto de estudio, fueron adquiridos bajo un fundamento inconstitucional, razón de más para sostener que ante dicha circunstancia no se estarían quebrantando los principios de seguridad jurídica, confianza legítima y derechos adquiridos, pues la norma creada por el Concejo Municipal es claramente inconstitucional por haber sido creada con fundamento en una norma inexequible ya declarada con anterioridad por la Corte Constitucional.”
 (Negrillas y subrayas propias)
De la anterior transcripción textual de la sentencia, resulta evidente la confusión y errada interpretación del Tribunal, pues contrario a la línea jurisprudencial de la Corte Constitucional, decidió aplicar efectos retroactivos a situaciones jurídicas consolidadas, transgrediendo la confianza legítima de los contribuyentes que pagaron en vigencia de los descuentos de intereses moratorios y sanciones otorgados en vigencia del artículo 17 del  Acuerdo 14 de 2021, quienes de buena fe aprovecharon los descuentos con el fin de cumplir sus obligaciones tributarias para con el municipio de Pereira, de manera que amparados en la presunción de legalidad de la norma se pusieron a paz y salvo. 

Sobre el particular, la Corte Constitucional en sentencia C-952 de 2007, expresó lo siguiente:

"En materia tributaria, el concepto de derechos adquiridos está intrínsecamente vinculado con la garantía de protección de situaciones jurídicas consolidadas, lo cual a su vez está relacionado con el principio de irretroactividad de la ley, según el cual los efectos retroactivos de las leyes en materia tributaria no pueden afectar situaciones ya reconocidas y cuyos efectos se hayan dado bajo una legislación anterior, por lo cual este principio prohíbe en materia de tributos que una ley tenga efectos con anterioridad a su vigencia, salvo que se trate de una disposición más favorable para el contribuyente [Siempre que se trate de tributos de período]. En este sentido es que el artículo 363 de la Constitución Nacional establece que las leyes tributarias no se aplicarán con retroactividad.

La facultad del Legislador de modificar o derogar las normas tributarias no resulta restringida por el principio de irretroactividad de las leyes tributarias y tal atribución debe ejercerse con arreglo a los principios y garantías constitucionales, de equidad y de justicia. (Art. 95-5 C.N.). Sin embargo, el principio de irretroactividad no se opone al concepto de situación jurídica consolidada, respecto del cual esta Corporación ha precisado que "aun cuando en materia tributaria no se puede hablar de derechos adquiridos, pues estos hacen referencia al derecho privado (art. 58 C.N.), sí debe hablarse de situaciones jurídicas consolidadas, las cuales emanan del principio de legalidad del tributo" posición jurídica que se reitera. Observa la Sala que en el caso bajo análisis, además de existir una situación jurídica consolidada frente a la norma que le concedió el beneficio fiscal, surgen derechos adquiridos derivados de la confianza legítima del contribuyente". (Negrilla y subrayas fuera del texto)

De conformidad con los reiterados pronunciamientos de la Corte Constitucional respecto de los principios de buena fe, confianza legítima, legalidad e irretroactividad tributaria, resulta bastante contradictorio que el Tribunal de Risaralda en ejercicio de la facultad de revisión de validez del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021 de Pereira (procedimiento establecido para verificar si los Acuerdos Municipales son contrarios a la constitución o la ley), decida mediante sentencia transgredir principios de rango constitucional, aplicando de forma arbitraria y contraria a la constitución y jurisprudencia de las altas cortes, efectos retroactivos de su decisión, situación que deja entrever la falta de conocimiento en materia tributaria de la Sala Primera de Decisión del Tribunal de Risaralda.  

Por otra parte, además de las flagrantes violaciones en la interpretación y aplicación de las normas citadas en párrafos anteriores, es necesario mencionar que otra de las razones expuestas por el Tribunal contenidas en la sentencia objeto de tutela, consistió en considerar que el artículo 17 del Acuerdo 14, tenía como sustento legal el artículo 7 del Decreto Legislativo 678 del 2020 y por consiguiente, el Acuerdo Municipal se limitó a reproducir dicha norma, tal y como se transcribe textualmente a continuación:

“…, la sentencia que declaró inconstitucional la norma relacionada con las amnistías tributarias en cabeza de los Concejos Municipales, fue proferida el 15 de octubre de 2020 y a partir de ese momento dicha condición desaparece del ordenamiento jurídico, razón por la cual no podrían los entes territoriales expedir Acuerdos basados en una norma que ya fue declarada inexequible, como ocurrió en el presente caso, pues el Concejo Municipal de Pereira, aprobó el Acuerdo objeto de estudio, el 6 de julio de 2021, cuando el máximo órgano Constitucional ya había sentado su posición advirtiendo la vulneración en estos aspectos frente a la carta constitucional.

Aunado a lo anterior, el inciso segundo del artículo 243 de la Constitución Política prohíbe a las autoridades reproducir el contenido material de leyes declaradas inexequibles, siempre y cuando dicha declaración se haya hecho por razones de fondo y, además, subsistan en la Carta las normas que sirvieron para hacer el juicio de constitucionalidad.”

Nada más lejano a la verdad que las manifestaciones del Tribunal, pues ni si quiera se dio a la tarea de analizar completa y detalladamente o si quiera leer la exposición de motivos del proyecto de acuerdo Nº18 de 2021 que dio origen al Acuerdo Nº14-2021, pues allí claramente se observa el fundamento constitucional, legal y jurisprudencial, para otorgar el descuento de intereses moratorios y sanciones, dentro de los cuales no se citó el artículo 7 del Decreto 678 de 2020. A continuación, se resume el fundamento jurídico plasmado en la exposición de motivos: 

Fundamentación Constitucional: artículos 2, 95-9, 209, 313-4, 315-5 y 363 de la Constitución Política;

Fundamentación Legal: artículo 91 de la Ley 136 de 1994, modificado por el artículo 29 de la Ley 1551 de 2012; artículo 5º de la Ley 489 de 1998;

Fundamentación jurisprudencial: Sentencias C-260 de 1993, C-511 de 1996, C-328 de 1999, C-833 de 2013, C-743 de 2015, C-060 de 2018, C-448 de 2020, todas proferidas por la Corte Constitucional; Sentencia del 12 de marzo de 2015 (Exp.  20309) de la Sección Cuarta del Consejo de Estado.

Así las cosas, las aseveraciones efectuadas por el Tribunal de Risaralda en la sentencia objeto de tutela denotan la falta de estudio de los argumentos contenidos en la exposición de motivos, pues pareciera que la Sala de Decisión simplemente copió y pegó los argumentos expuestos por el mismo Tribunal en sentencia del 14 de mayo de 2021, radicación 2021-00080-00, mediante la cual ordenó la invalidez del Acuerdo Nº001 del 23 de febrero de 2021 aprobado por el Concejo Municipal de La Virginia, sin tener en cuenta que los acuerdos municipales tienen análisis socioeconómicos y  fundamentaciones jurídicas diferentes, así como también el conjunto de la totalidad del articulado de cada uno de los Acuerdos Municipales.

Ahora bien, tampoco es cierto que el artículo 17 del Acuerdo 14-2021 reprodujo el contenido del artículo 7 del D.L. 678 de 2020, pues éste último concedió descuento en todos los impuestos, tasas, contribuciones y multas mientras que la norma municipal solo se refirió al impuesto predial, industria y comercio, y sobretasa bomberil. Así mismo,  otra importante diferencia radica en que el Decreto Legislativo concedía descuento directamente sobre el valor de tributo y la totalidad de las multas y sanciones mientras que la normativa municipal solo concedía descuento sobre intereses moratorios y el 50% de las sanciones.

Situación Jurídica Consolidada
Tal como se mencionó en párrafos precedentes, un aspecto fundamental ligado al principio de buena fe y confianza legítima tiene guarda estricta relación con el principio de irretroactividad, es decir, los efectos que surten las sentencias y su aplicación en el tiempo, lo que a la postre conlleva a analizar si se configuran situaciones jurídicas consolidadas.

Al respecto, la honorable Corte Constitucional ha enfatizado que es imperiosa la garantía de las situaciones jurídicas consolidadas a los particulares que hubieren acreditado los presupuestos definidos por la ley para tal efecto, en virtud de los principios de irretroactividad y buena fe, sin que las mismas constituyan derechos adquiridos tratándose de normas sobre impuestos(…) Se reitera entonces que el legislador cuenta con una amplia libertad de configuración en materia tributaria, empero debe ceñirse a los postulados superiores correspondientes. Así, cuando decide eliminar una exención no puede desconocer situaciones jurídicas consolidadas a favor de los contribuyentes. Máxime cuando dicho beneficio tributario exige que los sujetos pasivos deban hacer unas inversiones, (…) por lo cual una vez se hubieren cumplido los requisitos legales y reglamentarios no se puede variar la situación frente a la cual se encontraban los contribuyentes...”

En tal sentido, esa situación debía ser respetada por el Congreso al incorporar una modificación que afectaba el beneficio que ya venían disfrutando los contribuyentes bajo la legislación anterior y, por tanto, la disposición examinada desconoce el principio buena fe -derivado del principio de irretroactividad de la ley tributaria- de los contribuyentes que hubieren concretado su derecho con anterioridad a la promulgación de la Ley 1819 de 2016, quienes ostentaban una situación jurídica consolidada sobre la exención de renta para establecimientos hoteleros nuevos o remodelados, al haber acreditado los presupuestos exigidos para acceder a dicha prebenda.
“Puntualmente, frente a las normas con efectos retroactivos, se ha indicado que “si una norma beneficia al contribuyente, evitando que se aumenten sus cargas, en forma general, por razones de justicia y equidad, sí puede aplicarse en el mismo periodo sin quebrantar el artículo 338 de la Constitución. La prohibición contenida en esta norma está encaminada a impedir que se aumenten las cargas del contribuyente, modificando las regulaciones en relación con periodos vencidos o en curso. La razón de la prohibición es elemental: El que el Estado no pueda modificar la tributación con efectos retroactivos, con perjuicio de los contribuyentes de buena fe.”

En este sentido, las sentencias proferidas por la Corte Constitucional que han declarado la inexequibilidad de algunas normas contrarias a la carta política, se han aplicado con efectos ex nunc, esto es, hacia el futuro, pues no solo es primordial respetar el principio de buena fe de aquellos contribuyentes que actuaron bajo la legalidad y vigencia de una norma sino que también es importante preservar la seguridad jurídica que ello comporta; de manera que las referidas sentencias no pueden afectar situaciones jurídicas consolidadas. 

Sobre el particular, el Honorable Consejo de Estado en sentencia del 2 de agosto de 2012, radicación número 76001-23-31-000-2003-03286-01(17979), manifestó que “las sentencias que declaran la nulidad de actos administrativos de carácter general tienen efectos ex nunc, es decir, hacia el futuro, porque si bien los actos administrativos de carácter general, con fundamento en el criterio orgánico y en sentido formal no son leyes, sí lo son con fundamento en el criterio material, porque, al igual que la ley, tales actos también mandan, prohíben o permiten”.

Siguiendo la misma línea de interpretación, la Corte Constitucional en Sentencia de Unificación SU-011 de 2020 precisó sobre los efectos de la nulidad de un acto administrativo general de carácter tributario, lo siguiente:
“El Consejo de Estado no ha tenido una posición única sobre los efectos de los fallos de nulidad de actos administrativos de carácter general. Esto, porque existen sentencias que establecen que los efectos de sus fallos son hacia el futuro, sin perjuicio de que hubiera otras que les dan efectos hacia el pasado. Sin embargo, al igual que la jurisprudencia de la Corte Constitucional, el Contencioso Administrativo es uniforme en afirmar que las sentencias judiciales tienen la vocación de afectar las situaciones jurídicas no consolidadas. De esta manera, ha precisado la Sección Cuarta del Consejo de Estado que “la sentencia de nulidad que recaiga sobre un acto de carácter general, afecta las situaciones que no se encuentren consolidadas, esto es, que al momento de producirse el fallo se debatían o eran susceptibles de debatirse ante las autoridades administrativas o ante la jurisdicción contencioso administrativa. Además, como lo señaló la demandante, esta Corporación ha precisado que mientras el término para solicitar la devolución no esté vencido, no existe situación jurídica consolidada y procede la solicitud de reintegro”.
En ese sentido, ha precisado el Consejo de Estado que en favor de la seguridad jurídica no es posible que las decisiones judiciales sobre actos administrativos de carácter general afecten la validez de aquellos particulares que fueron expedidos con base en esa norma abstracta que es posteriormente declarada nula. Sin perjuicio de lo anterior, su jurisprudencia también ha precisado que esta es una seguridad reservada para aquellas situaciones que quedaron debidamente consolidadas mientras la norma estaba vigente.

6.1.2. Sin embargo, la Sección Cuarta también ha indicado que la nulidad de un acto de carácter general está destinada a afectar eventos particulares que no se encuentran consolidados al momento de la expedición del fallo, bien sea porque se encuentran en debate o porque existe un recurso pendiente de ser resuelto.

6.1.3. En conclusión, las decisiones de nulidad que se tomen sobre actos administrativos de carácter general pueden afectar a aquellos que siendo de contenido particular y habiéndose basado en la norma que fue declarada nula no se encuentran consolidados. Lo anterior puede darse en razón de que estén siendo debatidos en sede administrativa o jurisdiccional o puedan llegar a ser discutidos por la existencia de una acción procedente, que no se encuentre prescrita.” (Énfasis propio)
Una vez clarificado lo anterior, se hace notorio el evidente error de interpretación del Tribunal de Risaralda quien refiere que el efecto de la providencia que declara la invalidez del artículo 17 del Acuerdo 020 de 2021, debe aplicarse de forma retroactiva y afectando situaciones jurídicas consolidadas, con efectos ex nunc a partir del 15 de octubre de 2020, fecha en que la Corte Constitucional profirió sentencia declarando la inexequibilidad del artículo 7 del Decreto Legislativo 678 de 2020, es decir, olvida el Tribunal que el efecto ex nunc se predica de su propia sentencia, esto es, la que declara la invalidez artículo 17 del Acuerdo 14-2021, pues es ésta providencia la que retira un artículo del ordenamiento jurídico municipal, sin embargo, erradamente aplica el efecto ex nunc respecto de una sentencia proferida por la Corte Constitucional que declaró la inexequibilidad de un artículo del ordenamiento jurídico nacional.  

Al efecto se trae a cita textual lo expresado por el Tribunal de Risaralda en la parte considerativa de la sentencia: 

“… se hace necesario que a través de esta providencia se declare la invalidez del articulado demandado con efectos retroactivos, toda vez que la sentencia de inexequibilidad con efectos ex nunc, fue proferida el 15 de octubre de 2020 y a partir de ese momento dicha norma no debía ser reproducida como fundamento para la expedición de ningún acuerdo, como en este caso, pues como bien se dejó planteado en precedencia la misma tiene efectos erga omnes, es decir, tiene el carácter vinculante y obligatorio para todos los ciudadanos, razón por la cual el Concejo Municipal de Pereira, no podría fundamentar el multicitado Acuerdo en una norma inexequible, pues el mismo fue aprobado sólo hasta el 6 de julio de 2021, por lo que corresponde advertir que la presente providencia tendrá efectos retroactivos, considerando que la retroactividad se configura cuando una norma se aplica a las situaciones que se consolidaron con anterioridad, pues los hechos o consecuencias jurídicas que se formaron con fundamento en el Acuerdo que hoy es objeto de estudio, fueron adquiridos bajo un fundamento inconstitucional, razón de más para sostener que ante dicha circunstancia no se estarían quebrantando los principios de seguridad jurídica, confianza legítima y derechos adquiridos, pues la norma creada por el Concejo Municipal es claramente inconstitucional por haber sido creada con fundamento en una norma inexequible ya declarada con anterioridad por la Corte Constitucional.” (Negrillas y subrayas fuera del texto original)
En el caso concreto, respecto de nosotros los contribuyentes del Municipio de Pereira que pagaron el impuesto predial, industria y comercio con la reducción de intereses moratorios y sanciones previstos en el artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021, existe una situación jurídica consolidada, toda vez que la relación jurídica entre los contribuyentes que se encontraban en mora y  el municipio de Pereira, termina una vez se paga el tributo (cuando se trata del pago de lo debido y no de un tributo que fue retirado del ordenamiento jurídico). 

Así las cosas, la declaratoria de invalidez con efectos retroactivos ordenados en la sentencia, objeto de la presente acción de tutela, proferida por del Tribunal de Risaralda claramente transgrede de manera directa el principio de irretroactividad tributaria y buena fe contenidos en los artículos 363 y 83 de la Constitución Política.

De tal suerte, que aplicar la sentencia del Tribunal de Risaralda con efectos retroactivos implicaría revivir procesos de cobro coactivo, volver a decretar medidas cautelares que se habían levantado con ocasión al pago de la obligación, y más complicado aún implicaría desconocer los efectos jurídicos de los paz y salvos entregados a los contribuyentes que se pusieron al día en sus obligaciones aprovechando el descuento de intereses y sanciones.
Es importante advertir la falta de cuidado y lectura del Proyecto de Acuerdo, toda vez que dentro de las disposiciones constitucionales, legales y jurisprudenciales referidas en la exposición de motivos no se encuentra el Decreto Legislativo 678 de 2020, y por tal razón no podía el Tribunal ordenar el efecto retroactivo de la invalidez del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021, supeditándolo a la sentencia de inexequibilidad C-448 de 2020, toda vez que el Acuerdo 14 nunca fundó su existencia o la competencia del Concejo Municipal nunca estuvo ligado a la vigencia del Decreto antes mencionado, sino por el contrario a la Constitución. De igual forma, tampoco es cierto que el artículo 17 del Acuerdo 14 hubiese reproducido lo contenido en los artículos 6 y 7 del D.L. 678/2020, como erradamente lo manifestó el Tribunal de Risaralda.

Por todo lo expuesto, ruego al Consejo de Estado declarar la prosperidad de este cargo.

11.-  CARGO SEGUNDO: DEFECTO SUSTANTIVO POR INDEBIDA INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 313-4 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA Y EL ARTÍCULO 5º DE LA LEY 489 DE 1998. PRINCIPIO DE RESERVA LEGAL
Dentro de las facultades y atribuciones propias de los Concejos Municipales, el numeral 4 del artículo 313 Constitucional dispone la competencia de la corporación municipal en materia de tributos, como se indica a continuación:

“Artículo 313. Corresponde a los concejos: 

(…) 4. Votar de conformidad con la Constitución y la Ley, los tributos y los gastos locales.” 

Aunado a lo anterior, la ley 136 de 1994 en el artículo 32, modificado por el artículo 18 de la ley 1551 de 2012, expone las atribuciones legales de los Concejos Municipales, señalando entre otras, lo concerniente a los tributos la de “Establecer, reformar o eliminar tributos, contribuciones, impuestos y sobretasas, de conformidad con la Ley.”

Considera el Tribunal de Risaralda que a través del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021 fueron transgredidos el numeral 4 del artículo 313 de la Carta Política y el artículo 5º de la Ley 489 de 1998 por cuanto la facultad impositiva en materia tributaria otorgada a los entes territoriales por el Constituyente de 1991 debe ser ejercida con estricta sujeción a la ley, pues es al Congreso de manera privativa a quien se le ha encomendado esa labor, y pese a que a los entes territoriales le fueron concedidas ciertas prerrogativas en esta materia y con miras al fortalecimiento de figuras como la descentralización administrativa y la autonomía territorial, tales facultades no pueden ser ejercidas de manera arbitraria y con desconocimiento de las competencias asignadas de manera clara, privativa y taxativa por nuestra Carta Magna.

En este sentido, el Tribunal transcribe apartes de las sentencias C-220 de 1996 y C-517 de 2007, en las cuales la Corte Constitucional analizó la autonomía territorial y señaló el límite de la facultad de los municipios en materia tributaria, al efecto citó apartes de las sentencias enfatizando que los municipios y Distritos, gozaran de autonomía en materia tributaria al interior de su jurisdicción. Para ello, se resalta que el propósito estaba encaminado a otorgarles la facultad para decretar impuestos, claro está, que previamente hayan sido creados o autorizados por el legislador, en tiempos de paz, el Congreso de la República. 

Así mismo, resalta que la Constitución autoriza a las entidades territoriales, dentro de su autonomía, a establecer contribuciones, pero siempre y cuando respeten los marcos establecidos por la ley, puesto que Colombia es un país unitario.

En síntesis estimó el Tribunal que “en relación con el tema de la autonomía fiscal de las entidades territoriales, se encuentra concatenado con el principio de reserva legal, que hace referencia al establecimiento del tributo “ex novo”, es decir, a la facultad creadora impositiva, mas no a la determinación de los elementos del tributo, lo que significa que, si bien es al legislador a quien en tiempo de paz corresponde de manera exclusiva la competencia para crear los impuestos, tasas y contribuciones, tanto del orden nacional como territorial, cuando de estos últimos se trata, una vez creado el impuesto bien pueden los entes territoriales de los niveles departamental, municipal y distrital proveer, a través de ordenanzas o acuerdos proferidos por sus asambleas o concejos, respectivamente, sobre los elementos de los tributos de su correspondiente orden territorial, para “fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos.
En este orden de ideas, las corporaciones públicas territoriales, tienen la facultad de fijar los elementos del tributo creados previamente por la Ley, en pro de cumplir con los fines del ordenamiento territorial y política fiscal, para lo cual pueden determinar beneficios o tratamiento preferenciales frente a los mismos, teniendo como limitantes la Constitución y la ley, lo que significa que su autonomía de gestión no es absoluta, sino que debe ejercerse respetando los lineamientos superiores.” 
En este aspecto, el Tribunal Administrativo de Risaralda entraría en la contradicción que mencionamos anteriormente, en donde inicialmente en el escrito de su sentencia infiere que por parte de los Concejos Municipales NO se tiene la competencia para CREAR tributos, asunto que nunca fue sujeto de discusión, para posteriormente decir que los entes territoriales tienen determinar beneficios o tratamientos preferenciales “dentro los límites de la Constitución y la Ley”. Entonces el Tribunal entiende que, de acuerdo con lo anterior, los entes territoriales no tienen la competencia para CREAR tributos, entonces tampoco tendrían competencia para administrarlos. Conclusión ilegal a todas luces.
Tanto la sentencia del 30 de septiembre de 2021 proferida por el Tribunal de Risaralda objeto de tutela (al igual que la solicitud de invalidez del artículo 17 del Acuerdo Municipal de Pereira Nº 014 de 2021 presentada por el Gobernador de Risaralda) se fundamentan en el principio de legalidad aplicable a los tributos en Colombia. No obstante, la Corte Constitucional reiteradamente se ha expresado frente al principio de reserva legal que solo la ley puede crear tributos, y, en consecuencia, los entes territoriales sólo tendrán la facultad de adoptarlos o no en su jurisdicción, quedándoles prohibido crear o imponer tributos que no hubiesen sido establecidos previamente por la ley. 

Al respecto, se advierte una evidente confusión al considerar que el artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021 transgrede el principio de reserva legal de los tributos, al referir que los municipios no tienen autonomía para la creación de impuestos, sin que se realice un análisis somero respecto de qué manera el referido artículo contradijo la norma superior, pues es claro a todas luces que el artículo retirado del ordenamiento jurídico municipal de ninguna manera creó un tributo, ni tampoco determinó o varió los elementos de tributo alguno (bases gravables, sujeto activo, sujeto pasivo, tarifas). De tal manera que, no podía el Tribunal establecer que los descuentos de intereses moratorios y sanciones contenidos en el artículo en mención contrarían el artículo 313 constitucional.

De ahí que, el artículo 17 del Acuerdo 14-2021 se encuentra ajustado a nuestra carta política, pues claramente allí no se votaron impuestos ni gastos locales contrarios a la ley sino que por el contrario, se concedieron descuentos de intereses moratorios del impuesto predial unificado, impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, sobretasa bomberil y sanciones relativas al impuesto de industria y comercio, tributos que ya han sido  adoptados en el municipio de Pereira desde antes de la entrada en vigencia del Acuerdo 29 de 2015, actual Estatuto Tributario Municipal.

Por todo lo expuesto, ruego al Consejo de Estado declarar la prosperidad de este cargo.
12.-  CARGO TERCERO: DEFECTO SUSTANTIVO POR INDEBIDA INTERPRETACIÓN DE LOS ARTÍCULOS 287-3 Y 338 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA. AUTONOMÍA TERRITORIAL. POTESTAD TRIBUTARIA DE LOS CONCEJOS
La Constitución Política de Colombia establece la autonomía tributaria de las entidades territoriales, dentro de los límites constitucionales y legales, en ese sentido, el artículo 287 superior prescribe en el numeral tercero: 

“ARTICULO 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y la ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos:

(…)

3. Administrar los recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones.

(…)”

Por su parte, el artículo 338 Constitucional prevé la competencia del Congreso de la República, de las Asambleas Departamentales y de los Concejos Municipales en la creación y adopción de tributos: 

“ARTICULO 338. En tiempo de paz, solamente el Congreso, las asambleas departamentales y los concejos distritales y municipales podrán imponer contribuciones fiscales o parafiscales. La ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y las bases gravables, y las tarifas de los impuestos”.

Sobre la materia, la Corte Constitucional en sentencia C-594 de 2010 reiteró:

“El artículo 338 de la Constitución Política desarrolla el postulado de que no existe impuesto sin representación. Este precepto superior es así una expresión de los principios de representación popular y democrático representativo en el ámbito tributario, comoquiera que establece una restricción expresa, en el sentido que, salvo los casos específicos de potestad impositiva del Gobierno en los estados de excepción, solo los organismos de representación popular podrán imponer tributos[11].

De este modo, la norma constitucional, además de enunciar el principio de reserva legal en materia fiscal, objeto de posterior desarrollo, consagra el de legalidad tributaria que preside la creación de los gravámenes. En este sentido estipula que “la ley, las ordenanzas y los acuerdos deben fijar, directamente, los sujetos activos y pasivos, los hechos y bases gravables, y las tarifas de los impuestos”. Solo excepcionalmente, respecto de la tarifa de las tasas y contribuciones, este mismo artículo de la Carta autoriza que la competencia para fijarla sea atribuida a otras autoridades, siempre que en la ley, la ordenanza o el acuerdo respectivo, se fije el sistema y el método para determinarla. (Subrayas y negrillas propias)  

El Tribunal Administrativo de Risaralda en la sentencia objeto de la presente acción de tutela, concluyó que “(…) si bien es cierto el inciso primero del artículo 388(sic)
 superior, confiere a la asambleas y concejos la facultad de determinar directamente los elementos de la obligación tributaria del orden departamental, distrital o municipal, tampoco lo es menos que tal atribución se encuentra armonizada con el Artículo 278-3(sic)
 ibídem, que consagra que los entes territoriales pueden establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, la cual debe desarrollarse dentro de los límites de la Constitución y la Ley, esto es, reconocido constitucionalmente que se les ha concedido a las entidades territoriales (asambleas y concejos) tal facultad, no es ilimitada, pues su ejercicio debe ceñirse a lo que la norma indique, de conformidad con el principio de unidad nacional y el derecho de igualdad de todos los ciudadanos frente a las cargas públicas tributarias.

Para este Tribunal resulta claro entonces que la potestad tributaria de los entes territoriales es derivada, en la medida que sólo pueden establecer aquellos tributos autorizados por la Ley, bajo los presupuestos y condiciones en ella previstos, es decir, su facultad impositiva debe ser ejercida atendiendo a lo dispuesto por el Congreso de la República, de conformidad con lo preceptuado por el artículo 338 de la Constitución Política.” (Énfasis propio)

Tal y como se expuso en el cargo primero acerca de la errada interpretación y aplicación del artículo 313 C.P. citado en la sentencia proferida por el Tribunal de Risaralda, también se advierte la evidente confusión en la interpretación de los artículos 287-3 y 338 de la norma Constitucional, toda vez que el Tribunal colige que la constitución y la ley sólo autorizan la adopción de los tributos creados por la ley en los términos y condiciones que allí se establezcan, y reiteradamente  transcribe apartes de sentencias emanadas de la Corte Constitucional sobre la reserva legal, como si concluyera que la Constitución no ha conferido autorización a los entes territoriales para otorgar beneficios tributarios y amnistías. En consecuencia, en la sentencia el Tribunal considera que la facultad de los municipios se encuentra limitada al simple cumplimiento de la Constitución y la ley respecto de la adopción del tributo y la fijación de sus elementos.

De ahí que, se hace imperioso resaltar que la autonomía fiscal territorial no solo implica la potestad de adoptar un tributo autorizado por la Ley y determinar los elementos de la obligación tributaria, pues más allá de esta prerrogativa, el numeral 3 del artículo 287 determina que las entidades territoriales cuentan con la facultad de administrar sus recursos lo que a su vez implica que “el poder tributario local de las entidades territoriales comprende, por un lado, la potestad para establecer los tributos y, por el otro, la de gestionarlos”.

De modo que, según la jurisprudencia constitucional, la potestad impositiva consiste en la facultad que se les otorga a las entidades territoriales para adoptar en sus jurisdicciones los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones, previa creación mediante ley y, posteriormente, determinar los elementos del tributo sin contrariar los elementos definidos por el legislador. Mientras que la potestad para la gestión de los recursos comprende actividades tales como: 1) administrar, manejar y utilizar los tributos recaudados; 2) determinar la obligación tributaria, y 3) liquidar y cobrar el tributo.

Así las cosas, el Tribunal de Risaralda desconoció e ignoró que en virtud del principio de autonomía territorial (artículo 287-3 C.P.) a los municipios les fue otorgada la facultad de gestionar sus propios recursos, y en este sentido fue que el Concejo Municipal de Pereira estableció en Acuerdo Municipal No. 014 del 06 de julio de 2021 diversas estrategias que apuntan a la reactivación económica de la ciudad, la mayoría de ellas aliviando o aminorando la carga tributaria para los contribuyentes. 

Si bien, a lo largo de la sentencia proferida por el Tribunal de Risaralda resulta evidente la continua contradicción en los conceptos constitucionales, jurídicos y tributarios respecto de la autonomía territorial y por ende, sobre las facultades de los Concejos Municipales; por otra parte, también se advierte la falta de estudio, análisis y falta de rigor por parte del Tribunal de Risaralda, pues luego de citar que el artículo 17 del Acuerdo Municipal 014 de 2021 “tiene como base la consagración de una amnistía tributaria de competencia privativa del legislador,” lo cierto es que también asevera el Tribunal que (…) en estos [el articulado] no se especifica a qué clase de tributo se aplica, es decir, si efectivamente se trata de un recurso endógeno, pues (…) el Concejo Municipal de Pereira, solo tiene autonomía en conceder beneficios y estrategias de pago sin autorización legislativa, conforme al principio de autonomía territorial, cuando el impuesto revista de dicho carácter, lo cual no quedó determinado en las aludidas disposiciones.”
 

Lo anterior denota una total falta de atención y lectura del artículo 17 citado, norma transcrita textualmente por el Tribunal en la  página 8 de la sentencia objeto de tutela y respecto del cual declaró la invalidez, pues claramente tanto en el inciso primero como en los numerales 1, 2 y parágrafo 2º se observa que la condición especial de pago consistente en reducción de intereses moratorios y sanciones se aplican únicamente a los impuestos predial, Impuesto de Industria y Comercio, Avisos y Tableros y Sobretasa Bomberil, los que a su vez se encuentran clasificados como recursos de fuente endógena del Municipio de Pereira, y respecto de los cuales la Constitución Política otorgó la autonomía territorial. Al efecto, se cita el artículo en cuestión:

“ARTICULO DÉCIMO SÉPTIMO. CONDICIÓN ESPECIAL DE PAGO. Los contribuyentes que se encuentren en mora por obligaciones correspondientes a impuesto predial, impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, sobretasa bomberil, sanciones tributarias relativas al impuesto de industria y comercio incluidas las relacionadas con la omisión de deberes formales, por los períodos gravables o años 2020 y anteriores, tendrán derecho a solicitar la siguiente condición especial de pago:

Si se produce el pago total del 100% de la obligación principal correspondiente a impuesto predial, impuesto de industria y comercio, avisos y tableros y sobretasa bomberil hasta el 31 de diciembre de 2021, los intereses se reducirán en un cien por ciento (100%).

Si se produce el pago del cincuenta por ciento (50%) de la sanción tributaria, establecida en el Titulo III capítulo I Sanciones del Acuerdo 29 de 2015, incluidas las relacionadas con la omisión en el envío de información y omisión en el cumplimiento de deberes formales, hasta el 31 de diciembre de 2021, se reducirá el cincuenta por ciento (50%) restante.

PARÁGRAFO 1. Para acceder a la reducción de los intereses moratorios y las sanciones tributarias establecida en el presente artículo, el contribuyente deberá efectuar el pago total de la obligación en un único pago.

PARÁGRAFO 2. La condición especial de pago establecida en el presente artículo se extiende a aquellas obligaciones por concepto de impuesto predial, impuesto de industria y comercio, avisos y tableros, sobretasa bomberil y sanciones tributarias por los períodos gravables o años 2020 y anteriores, que se encuentren en discusión en sede administrativa y judicial, y su aplicación dará́ lugar a la terminación de los respectivos procesos. (Énfasis propio)

En este orden de ideas, conforme las normas antes transcritas es menester concluir que los municipios como entes territoriales tienen la facultad para establecer beneficios tributarios, otorgar descuentos o amnistías, en virtud de la administración y gestión propia de sus recursos (fuente endógena), y no como erradamente y de manera imitada lo expuso el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda en la sentencia del 30 de septiembre de 2021.  


Por todo lo expuesto, ruego al Consejo de Estado declarar la prosperidad de este cargo.

13.-  CARGO CUARTO: DEFECTO SUSTANTIVO POR INDEBIDA INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 294 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y DESCONOCIMIENTO DEL PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL RESPECTO DE AMNISTÍAS TRIBUTARIAS.

Indebida interpretación del artículo 294 C.P.

Con el fin de abordar la sustentación de este cargo, sea menester traer a cita textual el artículo 294 de la Carta Magna, que reza:

“ARTICULO 294. La ley no podrá conceder exenciones ni tratamientos preferenciales en relación con los tributos de propiedad de las entidades territoriales. Tampoco podrá imponer recargos sobre sus impuestos salvo lo dispuesto en el artículo 317.”

A lo largo de lo expuesto por el Tribunal en la citada sentencia, se observa una continua y evidente contradicción entre los fundamentos legales, jurisprudenciales y la decisión adoptada en la sentencia, pues aunque repetidamente expone que sólo la ley tiene la facultad de crear amnistías y que no pueden los entes territoriales otorgar descuentos, condonaciones o amnistías, también transcribe apartes de sentencias proferidas por la Corte Constitucional en las que se reitera que en virtud de la autonomía territorial son los municipios y departamentos quienes tienen la facultad de otorgar amnistías o medidas fiscales de recuperación de cartera.

Es así que en la página 23 de la sentencia refiere que el artículo 294 de la Constitución Política no les otorgó a las entidades territoriales la potestad de consagrar amnistías, tal y como se transcribe a continuación:

“Adicional, le está vedado a la ley conceder alivios sobre tributos de propiedad de las entidades territoriales (artículos 294 y 317 de la CP). Sin embargo, la competencia privativa de los municipios para fijar los beneficios a los impuestos locales no se traslada al ámbito de las amnistías tributarias, ya que el mismo artículo 294 Superior no le otorgó esas facultades y, en consonancia con la jurisprudencia de la Corte Constitucional y el Consejo de Estado, el legislador es quien debe determinar la situación excepcional que amerite la adopción de la amnistía e ilustrar los elementos de idoneidad y necesidad de la medida.” 
Erradamente entiende el tribunal que el artículo 294 le prohíbe al ente territorial conceder exenciones y tratamientos preferenciales en relación con los tributos de propiedad de las entidades territoriales, cuando lo que refiere el artículo es todo lo contrario, pues es al legislador (Congreso) a quien la constitución le prohibió conceder exenciones o beneficios respecto de los tributos territoriales, lo anterior en virtud del principio de autonomía territorial, pues el Congreso sólo podría establecer exenciones respecto de los tributos del orden nacional, y en ese sentido, son los concejos municipales quienes sí tienen la potestad de conceder exenciones y tratamientos preferenciales respecto de sus propios tributos.

De igual forma, interpreta el Tribunal que el artículo 294 superior no les otorgó la facultad a los municipios de establecer amnistías, conclusión errada por cuanto dicho artículo no otorga facultades, sino que establece una prohibición al legislador. Así mismo, tampoco se explica de qué forma o en cuál norma se encuentra previsto que “el legislador es quien debe determinar la situación excepcional que amerite la adopción de la amnistía e ilustrar los elementos de idoneidad y necesidad de la medida” conforme lo asevera el tribunal en la sentencia tutelada.

Además de la anterior interpretación errada, el tribunal en la misma sentencia de forma contradictoria menciona que sí se pueden consagrar amnistías de forma excepcional. En este sentido se trae a cita textual los apartes pertinentes en las páginas 20 y 21 de la sentencia objeto de la presente acción de tutela:

“A tono con el criterio adoptado por la Corte Constitucional, esta Sala de decisión concluye que con ocasión de la potestad tributaria de los entes territoriales, estos pueden establecer beneficios tributarios respecto de los impuestos, pero no les es dado, con fundamento en dicha disposición, consagrar amnistías o saneamientos tributarios cuya regulación no cumpla con los presupuestos mínimos para su creación, es decir, la validez de estos está supeditada a la justificación suficiente, idónea y necesaria que se le imparta al órgano territorial al momento de su proposición, ello para evitar la consagración de fueros o privilegios injustificados que desvirtúen el estado de derecho, sustentado en el respeto de los derechos y en acatamiento de los deberes, como lo es la obligación de tributación.

Es por ello, que los beneficios, descuentos, exenciones de la carga tributaria a los contribuyentes, no puede ser equiparable a las amnistías tributarias, en la medida que éstas contrarían los principios de igualdad y equidad tributaria, y solo proceden de manera excepcional por criterios de política fiscal, económica y social, que justifican con suficiencia la medida adoptada para cada caso en particular.” (Subrayas fuera del texto original)

De igual forma, el Tribunal cita textualmente un aparte de la sentencia C-448 de 2020 a través de la cual la Corte Constitucional analizó la exequibilidad del Decreto Legislativo 678 de 2020, y reiteró la potestad de las entidades territoriales en la administración de sus tributos de la siguiente manera: “(...) Sin perjuicio de lo recién dicho, la Sala observa que, salvo lo atinente al juicio de necesidad, no es necesario seguir con el estudio de los demás requisitos sustanciales de los artículos 6 y 7 pues la facultad que las entidades territoriales tienen para el recaudo de sus tributos propios (rentas de fuente endógena) no surge del Decreto 678 sino del ordenamiento jurídico ordinario. Justamente, en tratándose de la tributación territorial de fuente endógena, aunque la jurisprudencia ha reconocido que la Constitución faculta al Legislador “para fijar ciertas pautas, orientaciones y regulaciones o limitaciones generales en el ejercicio de la atribución impositiva del impuesto”, “lo que no le está permitido al legislador es fijar la tasa impositiva, la administración, el recaudo o el control del mismo, (...)” [74]” (Énfasis fuera de texto). En este orden, entre las diferentes estrategias de recaudo de su propia cartera fiscal, las entidades territoriales tienen la potestad facultativa o discrecional de prever el diferimiento en el pago los impuestos de fuente endógena (art. 6), y/o de establecer incentivos para el pronto pago de dichas obligaciones (art. 7)… sin que para ninguna de tales estrategias requieran de autorización legislativa ni, mucho menos, estén sujetas al establecimiento legislativo sobre las condiciones de tales gracias; cuestión esta que, por supuesto, no se opone a la atribución de responsabilidades con ocasión de una estrategia de recaudo que derive en el detrimento patrimonial del Estado”  (Resaltado del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda y subrayas propias)
Frente a la anterior tesis expuesta, el Tribunal concluye que “de la lectura del artículo 17 del Acuerdo número 014 del 6 de julio de 2021, se desprende que la reducción del 100% y 50% de los intereses moratorios y sanciones, aplicada a obligaciones por impuestos en general adeudados, por lo cual traduce en una amnistía tributaria que solo puede otorgarse por el legislador, y no a la entidad territorial, en atención a la reserva del multicitado artículo 294 CN, pues se trata de la condonación del pago de intereses moratorios y sanciones sobre impuestos de vigencias que ya se encuentran causadas y consolidadas, …” 

De lo anterior resulta evidente que la conclusión a la que llega el tribunal es contraria a la cita textual transcrita, pues la Corte Constitucional en la referida sentencia C-448/20 claramente se lee que para el establecimiento de amnistías no se requiere de autorización del legislador.

Lo anteriormente expuesto y lo esbozado en los cargos anteriores, denotan en el Tribunal de Risaralda la falta de claridad respecto de la competencia otorgada por la Constitución Política a los concejos municipales, así como confusión de los preceptos jurídicos en lo atinente a la procedencia en el otorgamiento de beneficios tributarios y amnistías por parte del Tribunal. De igual forma, también se advierte la falta de atención en el contenido de las citas textuales de los apartes jurisprudenciales incluidos en la sentencia, toda vez que éstos contienen tesis totalmente opuestas a la asumida por el tribunal, lo que resta seriedad y contundencia en la argumentación y sustentación de la decisión adoptada en la sentencia.

Precedente Jurisprudencial de las amnistías tributarias

En pronunciamiento reciente, la Corte Constitucional expresó que “El desconocimiento del precedente se deriva de la aplicación directa de una regla que tiene su origen en la propia Carta Política (artículo 13), cuya infracción conduce a la vulneración de una norma de rango superior. Sobre el particular, en la sentencia T-1092 de 2007 esta Corporación decantó las circunstancias en que ocurre dicha causal específica de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales indicando que “(l)a jurisprudencia de la Corte Constitucional puede ser desconocida de cuatro formas: (i) aplicando disposiciones legales que han sido declaradas inexequibles por sentencias de constitucionalidad; (ii) aplicando disposiciones legales cuyo contenido normativo ha sido encontrado contrario a la Constitución; (iii) contrariando la ratio decidendi de sentencias de constitucionalidad; y (iv) desconociendo el alcance de los derechos fundamentales fijado por la Corte Constitucional a través de la ratio decidendi de sus sentencias de tutela.”
 

Clarificado lo anterior, resulta necesario efectuar el recuento jurisprudencial mediante el cual la Corte Constitucional ha reglado la procedencia de las amnistías en materia tributarias:

i. Sentencia C-260 de 1993, mediante la cual la Corte Constitucional define el concepto de amnistía tributaria y prevé como necesaria su adopción en situaciones o circunstancias convenientes a la realidad socio-económica, tal y como se transcribe textualmente a continuación:

“Por la amnistía el Estado renuncia circunstancialmente a su potestad punitiva, en virtud de requerimientos de interés público, conformándose como una figura de contenido político, como respuesta global a las necesidades del hombre del momento.  Es importante advertir que la amnistía no se hace en consideración a la persona, sino que se tiene en cuenta la infracción misma. Procede este vocablo de uno griego de significado parecido:  Amnesia (pérdida de memoria, olvido), para dar a entender que el Estado ha borrado tal conducta y, por ende, tal pena.  Es el olvido jurídico.  En un principio su aplicación se refería a la suspensión de las penas imponibles a ciertos delitos, especialmente a aquellos cometidos contra el Estado, esto es, a los denominados propiamente "políticos".  La razón de ser de ello es que las conductas que atentan contra el Estado en sentido político se calificaban como circunstanciadas y no producto de la maldad humana., como respuesta global a las necesidades del hombre del momento. 

Hoy  la amnistía ha excedido el campo del derecho penal y se ha hecho extensiva a otros campos del derecho público, como es el caso del tributario, para exonerar de la obligación a los contribuyentes, cuando las circunstancias que recaen sobre la realidad económica así lo aconsejen.  Es un olvido que tiene su razón de ser en la conveniencia socio-económica, tanto del Estado como de la sociedad civil, como partes de un mismo proceso económico y jurídico.”

Debe entenderse que la esencia de la amnistía radica en la autorización que la administración tributaria concede al contribuyente para que ajuste su situación fiscal a la realidad, sin que este comportamiento le acarree consecuencias de investigación, liquidaciones o sanciones.

(…)

Posteriormente, en Sentencia C-511 de 1996 la Corte Constitucional deja abierta la posibilidad de adoptar medidas que puedan reducir la carga tributaria cuando se configuran situaciones excepcionales, como por ejemplo crisis económicas. Sobre el particular se trae a cita textual los apartes pertinentes: 
“Al lado de las amnistías o saneamientos genéricos del tipo que se ha analizado y que, por los motivos expresados, violan la Constitución, pueden presentarse otros que adopten la forma de descuentos o exenciones, o que tengan en últimas un efecto exonerativo semejante, y que se ajusten a la Constitución. En este caso, deberá poder deducirse del propio texto de las normas y de su exposición de motivos respectiva, lo mismo que de las intervenciones del Gobierno y del Congreso, que tengan lugar con ocasión del proceso de constitucionalidad, la causa excepcional, que justifique la medida exonerativa y que la haga razonable y proporcionada respecto de los hechos concretos que la motivan.

Sin agotar las causas que teóricamente pueden constituir el presupuesto de estas amnistías, cabe sostener que el acaecimiento de ciertas circunstancias vinculadas a crisis económicas, sociales o naturales que afecten severamente al fisco, a toda la población o a una parte de ella, o a un sector de la producción, podrían permitir a nivel nacional al Legislador, previa iniciativa del Gobierno (C.P. art., 154) - dado el efecto material liberatorio y su efecto final en la eliminación de créditos fiscales-, exonerar o condonar total o parcialmente deudas tributarias, siempre que la medida sea en sí misma razonable, proporcionada y equitativa.

 

En suma, las amnistías o saneamientos como el que consagran las normas estudiadas, en principio son inconstitucionales. Sin embargo, lo anterior no es óbice para que en situaciones excepcionales, puedan adoptarse medidas exonerativas de orden económico o fiscal debidamente justificadas que contrarresten los efectos negativos que puedan gravar de una manera crítica al fisco, reducir sustancialmente la capacidad contributiva de sus deudores o deprimir determinados sectores de la producción. Naturalmente, por tratarse de casos excepcionales y por la necesidad de que el alcance de las medidas guarde estricta congruencia con la causa y la finalidad que las anime, la carga de la justificación de que el régimen excepcional que se adopta es razonable y proporcionado, y que se sustenta en hechos reales, corresponderá a los autores y defensores del mismo y, en consecuencia, se examinará por la Corte en cada oportunidad, mediante la aplicación de un escrutinio constitucional riguroso.” (Énfasis propio)

Sentencia C-328 de 1999, a través de la cual la Corte Constitucional analizó la exequibilidad de las medidas implementadas como consecuencia de la emergencia económica, social y ecológica causada por el terremoto ocurrido el 25 de enero de 1999 en el eje cafetero y la situación de grave calamidad pública declarada mediante el Decreto 195 de 1999. En la referida sentencia la Corte manifestó respecto de las disposiciones o beneficios tributarios otorgados, lo siguiente:
“… es indudable e indiscutible que se hacía necesario e imprescindible adoptar medidas urgentes e inmediatas con el propósito de estimular la recuperación económica de la zona, por lo que la adopción de medidas tributarias para ampliar el alcance de las exenciones otorgadas a las personas que se establezcan en la zona afectada y para quienes reactiven a la mayor brevedad su actividad económica, así como incorporar a las personas naturales como destinatarias de los beneficios consagrados en el impuesto de renta, y establecer beneficios tributarios y arancelarios para quienes adquieran nuevos bienes de capital, maquinaria y equipo para desarrollar actividades productoras de renta en la zona, razones por las cuales, las disposiciones de este Capítulo no sólo guardan estrecha relación de conexidad con las motivaciones que llevaron al Gobierno Nacional a declarar la emergencia por calamidad pública, sino que además, constituyen un medio idóneo que puede válidamente adoptar el Ejecutivo en desarrollo de las atribuciones constitucionales de carácter excepcional”.

En consecuencia, estima la Corporación que la adopción de disposiciones tributarias, como las contenidas en el Capítulo I del Decreto 350 de 1999, tienen y guardan una relación directa y específica con la motivación del Decreto 195 del 29 de enero de 1999, en la medida en que se constituyen en mecanismos idóneos para enfrentar la calamidad pública y el impacto económico ocasionados por el sismo del 25 de enero del mismo año”.
Sentencia C-833 de 2013, “En definitiva, a partir de esta sentencia la Corte dejó en claro que la libertad de configuración del legislador para establecer amnistías y saneamientos tributarios es limitada, debido a que con ellas puede llegar a alterarse el reparto equitativo de la carga impositiva que deben soportar los ciudadanos. En consecuencia, para adoptar tales medidas es preciso acreditar, tanto en la exposición de motivos como en los debates parlamentarios, la existencia de circunstancias especiales que justifiquen su expedición, al igual que la idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto de las medidas adoptadas.

Sentencia C-743 de 2015, la Corte reitera la posición jurisprudencial entorno a la adopción de amnistías tributarias y recordó que: “(vi) Por el contrario, ha encontrado ajustadas a la Constitución aquellas medidas que: a. responden a una coyuntura específica a través de estímulos tributarios para quienes se dedican a una actividad económica en situación de crisis (C-260 de 1993); b. alivian la situación de los deudores morosos sin que ello implique un tratamiento fiscal más beneficioso del que se otorga a los contribuyentes cumplidos (C-823 de 2004); c. facilitan la inclusión de activos omitidos o pasivos inexistentes, pero sometiéndolos a un régimen más gravoso del que habría correspondido en caso de haber sido declarados oportunamente y sin renunciar a la aplicación de sanciones (C-910 de 2004).”
Sentencia C-060 de 2018, el alto tribunal reitera las situaciones en que es dable establecer amnistías, tal y como se transcribe a continuación: “20.4. La validez constitucional de la amnistía, en ese orden de ideas, no puede estar fundamentada en el logro de mayores ingresos fiscales o en el aumento de la eficiencia y eficacia del recaudo, sino en una justificación que supere las condiciones de un juicio estricto de proporcionalidad. Por lo tanto, “[c]orresponde al legislador acreditar la existencia de una situación excepcional que amerite la adopción de este instrumento de política fiscal, como también aportar elementos que evidencien la idoneidad y necesidad, e igualmente que la afectación que de ella pueda derivarse para los principios de igualdad, equidad y justicia tributaria se vea compensada por su contribución para superar la situación excepcional que se busca afrontar a través de la amnistía tributaria. Allí donde el legislador no aporte tal justificación, en todo caso corresponde a la Corte examinar la constitucionalidad de la medida, para lo cual ha empleado el test de razonabilidad o principio de proporcionalidad. 20.5. A partir de esta metodología, el precedente mencionado ha declarado la inexequibilidad de medidas legislativas que (i) resultan genéricas al no fundarse en situaciones excepcionales específicas, por lo que terminan beneficiando indiscriminadamente a quienes han faltado a sus obligaciones tributarias. Esto por no declarar la integridad de su patrimonio o no pagar a tiempo sus impuestos y a través de un tratamiento más benigno del que se dispensa a los contribuyentes cumplidos; o (ii) prevén un tratamiento más favorable a los deudores morosos que no realizan ningún esfuerzo para ponerse al día, en contraposición a los contribuyentes que manifiestan su voluntad para suscribir acuerdos de pago para el saneamiento de sus obligaciones vencidas.
En contraste, la Corte ha declarado la constitucionalidad de normas que (i) confieren estímulos tributarios de índole coyuntural y con el fin de fomentar una actividad económica en situación de crisis; (ii) alivian la situación de los deudores morosos, sin que la medida legislativa les confiera un tratamiento fiscal más beneficioso que el aplicables a los contribuyentes cumplidos; y (iii) permiten la inclusión en la base gravable de activos omitidos o pasivos inexistentes, a condición que les imponga un régimen impositivo más gravoso del que habría correspondido si hubiesen sido declarados oportunamente y sin renunciar a la aplicación de sanciones.

21. En conclusión, las amnistías tributarias resultan prima facie inconstitucionales, en tanto son contrarias al deber constitucional de tributar y a los principios de equidad y justicia tributaria.  No obstante, las mismas pueden ser excepcionalmente compatibles con la Carta Política, cuando superen un juicio estricto de proporcionalidad, en el que se demuestre que (i) la medida legislativa es imprescindible para cumplir con fines constitucionales imperiosos; o (ii) los efectos de la amnistía tributaria resulten neutros en relación con el tratamiento fiscal que reciben los contribuyentes cumplidos.” (Resaltado propio)
Sentencia C-448 de 2020 la Corte Constitucional estudió y falló la constitucionalidad de la amnistía tributaria establecida en el artículo 7 del Decreto Legislativo 678 de 2020. Al respecto, es importante resaltar que el éste Decreto Legislativo expedido por el Presidente de la República fue declarado inexequible en atención que el legislador (Presidente de la República) invadió la autonomía de las entidades territoriales al establecer el descuento total de los intereses moratorios y un porcentaje del capital de los impuestos, tasas, contribuciones y multas de propiedad de las entidades territoriales, situación incompatible con el principio constitucional de autonomía territorial. 
“Sin perjuicio de lo recién dicho, la Sala observa que, salvo lo atinente al juicio de necesidad, no es necesario seguir con el estudio de los demás requisitos sustanciales de los artículos 6 y 7 pues la facultad que las entidades territoriales tienen para el recaudo de sus tributos propios (rentas de fuente endógena) no surge del Decreto 678 sino del ordenamiento jurídico ordinario. Justamente, en tratándose de la tributación territorial de fuente endógena, aunque la jurisprudencia ha reconocido que la Constitución faculta al Legislador “para fijar ciertas pautas, orientaciones y regulaciones o limitaciones generales en el ejercicio de la atribución impositiva del impuesto”, “lo que no le está permitido al legislador es fijar la tasa impositiva, la administración, el recaudo o el control del mismo, (…)”[74][72]” (Énfasis fuera de texto)[73]. En este orden, entre las diferentes estrategias de recaudo de su propia cartera fiscal, las entidades territoriales tienen la potestad facultativa o discrecional de prever el diferimiento en el pago los impuestos de fuente endógena (art. 6), y/o de establecer incentivos para el pronto pago de dichas obligaciones (art. 7),  -todo ello conforme con la prohibición que la Constitución le impone al legislador para “conceder exenciones ni tratamientos preferenciales en relación con los tributos de propiedad de las entidades territoriales” (CP, artículo 294)- sin que para ninguna de tales estrategias requieran de autorización legislativa ni, mucho menos, estén sujetas al establecimiento legislativo sobre las condiciones de tales gracias; cuestión esta que, por supuesto, no se opone a la atribución de responsabilidades con ocasión de una estrategia de recaudo que derive en el detrimento patrimonial del Estado.
(…) la Corte considera preciso hacer tres consideraciones sobre las estrategias de recaudo que prevén los artículos 6 y 7 del Decreto 678. Veamos:

60.1.  Dado que mientras que la estrategia que prevé el artículo 6 es de acogimiento facultativo o discrecional, la del artículo 7 remite a un mandato legal que no es compatible con la autonomía que tienen las entidades territoriales para el recaudo y administración de sus rentas propias, la Sala advierte que la estrategia de recuperación de cartera a que remite el artículo 7 es facultativa por parte de las entidades territoriales.

60.2.    Se precisa que, con arreglo al precedente de la Sentencia C-169 de 2020[74] (ver 25 y 26 supra), cualquier estrategia de recaudo de los impuestos propios de las entidades territoriales no puede modificar las ordenanzas o acuerdos expedidos por las corporaciones político-administrativas de cada nivel territorial.” (Subrayas y negrillas propias)

A pesar de que la Corte declaró la inexequibilidad del artículo 7º del Decreto Legislativo 678 de 2020, el cual contenía una amnistía tributaria, lo cierto es que la razón de la inexequibilidad se debió a que Presidente otorgó descuentos sobre la totalidad de los intereses moratorios y un porcentaje de los tributos territoriales, contrariando la prerrogativa constitucional de autonomía fiscal de los entes territoriales. No obstante, lo anterior, también es importante resaltar que en dicha sentencia la Corte refiere la posibilidad de otorgar amnistías cuando existan situaciones excepcionales que requieran dichas medidas. 

Así las cosas, conforme la tesis descrita, reiterada en los múltiples pronunciamientos de la Corte Constitucional antes transcritos, es claro que si bien las amnistías tributarias no son el mecanismo idóneo para incentivar el recaudo de la cartera morosa ni deberían ser la regla usual o estrategia de normal aplicación en el ordenamiento jurídico territorial como incentivo del recaudo, lo cierto es que la misma Corte Constitucional ha habilitado dicho instrumento en situaciones excepcionales, con el propósito de solventar las crisis económicas. De tal forma que, las amnistías tributarias sí proceden pero cumpliendo criterios tales como: 1) Que se otorgue con ocasión a una situación excepcional, coyuntura específica o crisis económica, 2) Que sea un mecanismo idoneo para enfrentar la calamidad pública o crisis económica, y 3) Que los efectos de la amnistía tributaria resulten neutros, es decir que no se beneficie más al conribuyente moroso que al contribuyente incumplido.

En sentido contrario, se pronunció el Tribunal de Risaralda en la sentencia objeto de la presente acción de tutela, señalando que la competencia otorgada a los municipios solo está circunscrita a los beneficios tributarios y no a las amnistías tributarias, pues a su juicio el artículo 294 de la Constitución Política no concedió dicha facultad. De igual forma, para el Tribunal tanto la jurisprudencia de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado han señalado que es el legislador quien debe determinar la situación excepcional que amerite la adopción de la amnistía e ilustrar los elementos de idoneidad y necesidad de la medida.

Adicionalmente, el Tribunal toma como fundamento lo expresado por la Corte Constitucional en sentencia C-448 de 2020 la cual analizó la exequibilidad del Decreto legislativo 678 de 2020, y expresó que las amnistías tributarias que tienen como sustento la ocurrencia de la pandemia del Covid-19, no podrían proyectarse sobre obligaciones fiscales cuya exigibilidad se hubiere cristalizado antes de la emergencia sanitaria que declaró el Ministerio de Salud, sin embargo, erradamente sostiene que el artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021, estableció una amnistía sobre “todos los impuestos pendientes de pago y los intereses- sanciones por los periodos gravables o años 2020 y anteriores.”(Énfasis propio) 

Es importante resaltar, que la aseveración resaltada en el párrafo anterior es contraria a la realidad, dejando ver la poca atención y análisis por parte del Tribunal, pues es evidente que los descuentos previstos en el artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021 estaban circunscritos al impuesto predial, impuesto de industria y comercio, complementario de avisos y tableros, sobretasa bomberil y sanciones tributarias.

A pesar que el tribunal expresa reiteradamente a lo largo de la sentencia la improcedencia de las amnistías y señala que solo el legislador puede crearlas
, también de forma contradictoria menciona que las amnistías solo proceden de manera excepcional por criterios de política fiscal, económica y social, que justifican con suficiencia la medida adoptada para cada caso en particular, y expresa que el otorgamiento de descuentos de los intereses moratorios y sanciones sí desconoce los lineamientos trazados por la Corte Constitucional respecto a la prohibición de consagrar amnistías o saneamientos tributarios, desconociendo los principios de igualdad y equidad tributaria del sistema tributario, y concluye que ésta situación se constituye en una causal de invalidez del acto [Art 17, Acuerdo 14 de 2021].

De tal forma, el Tribunal de Risaralda en la sentencia objeto de la presente acción de tutela se fundamentó en la improcedencia de la amnistía tributaria teniendo como pronunciamiento o referente, lo mencionado en el párrafo numerado 61 de la sentencia C-448-20 proferida por la Corte Constitucional, desconociendo el precedente jurisprudencial de la misma Corporación, la cual ha sido citada por el Municipio de Pereira tanto en párrafos anteriores como en la contestación a la solicitud de invalidez radicada por la Gobernación de Risaralda.

Adicionalmente, es importante llamar la atención que el Tribunal accionado ni si quiera analizó de manera superficial el cumplimiento de los requisitos de procedencia de las amnistías tributarias pese a que la exposición de motivos es bastante amplia y detallada en los estudios socio económicos de la ciudad de Pereira y el impacto negativo en las finanzas de diferentes sectores, así como a la par la disminución en el recaudo del impuesto de industria y comercio. De igual forma, tampoco revisó la sustentación de la no violación del principio de equidad y de igualdad en el Municipio de Pereira, por el contrario sin motivación ni sustentación alguna el Tribunal sólo se limitó a mencionar que “el acto demandado parcialmente, (…) lleva consigo la vulneración de las disposiciones constitucionales invocadas, toda vez que el otorgamiento del 100% y 50% sobre los intereses y sanciones de los impuestos, tasas, contribuciones y multas pendientes de pago a la entrada en vigencia del referido acuerdo, sí desconoce los lineamientos trazados por la Corte Constitucional respecto a la prohibición de consagrar amnistías o saneamientos tributarios sin los presupuestos necesarios para su creación, acarreando como consecuencia un desconocimiento de los principios de igualdad y equidad tributaria (…) situación que se constituye en una causal de invalidez del acto.”
 

Precedente jurisprudencial del Consejo de Estado
A tono con la tesis o posición jurídica de la Corte Constitucional antes referenciada, el honorable Consejo de Estado, en sentencias proferidas por la Sección Cuarta ha expresado que, los municipios en virtud de la autonomía territorial tienen la facultad de establecer tratamientos preferenciales (beneficios tributarios o amnistías) respecto de sus tributos (fuente endógena) siempre que se cumplan los presupuestos o requisitos establecidos por la Corte Constitucional en las sentencias transcritas en párrafos anteriores.

Sentencia del 10 de julio de 2014 Expediente 18865. La Sección Cuarta del Consejo de Estado se pronunció tal y como se transcribe textualmente a continuación:
“Que, por lo tanto, le “Corresponde al legislador acreditar la existencia de una situación excepcional que amerite la adopción de este instrumento de política fiscal, como también aportar elementos que evidencien la idoneidad y necesidad, e igualmente que la afectación que de ella pueda derivarse para los principios de igualdad, equidad y justicia tributaria se vea compensada por su contribución para superar la situación excepcional que se busca afrontar a través de la amnistía tributaria”.

En síntesis, la Corte Constitucional describe la evolución de la jurisprudencia que ha abordado el análisis de constitucionalidad de normas mediante las que se adoptan amnistías tributarias, en los siguientes términos:

En aplicación de estos criterios, la Corte ha declarado inconstitucionales aquellas medidas que: a. son genéricas en el sentido de no fundarse en situaciones excepcionales específicas y benefician indiscriminadamente a quienes han faltado a sus obligaciones tributarias (por no declarar todos sus bienes o no pagar a tiempo los impuestos), a través de un tratamiento más benigno del que se dispensa a los contribuyentes cumplidos (sentencias C-511 de 1996, C-992 de 2001 y C-1114 de 2003); b. establecen un tratamiento más favorable para los deudores morosos que no han hecho ningún esfuerzo por ponerse al día, respecto del que se otorga a aquellos que han manifestado su voluntad de cumplir suscribiendo acuerdos de pago o cancelando sus obligaciones vencidas (C-1115 de 2001).

(vi) Por el contrario, ha encontrado ajustadas a la Constitución aquellas medidas que: a. responden a una coyuntura específica a través de estímulos tributarios para quienes se dedican a una actividad económica en situación de crisis (C-260 de 1993); b. alivian la situación de los deudores morosos sin que ello implique un tratamiento fiscal más beneficioso del que se otorga a los contribuyentes cumplidos (C-823 de 2004); c. facilitan la inclusión de activos omitidos o pasivos inexistentes, pero sometiéndolos a un régimen más gravoso del que habría correspondido en caso de haber sido declarados oportunamente y sin renunciar a la aplicación de sanciones (C-910 de 2004).

(…)

La Sala considera que le asiste razón a la parte actora, puesto si bien es cierto que las entidades territoriales son competentes para establecer medidas que permitan el saneamiento de las finanzas públicas y crear estímulos para el cumplimiento de las obligaciones tributarias, tales medidas deben ser proporcionales y razonables y acordes con los principios de igualdad y equidad tributaria.”

En la sentencia antes transcrita el Consejo de Estado declaró la nulidad de un Acuerdo del Municipio de Ibagué que reguló una condonación de intereses moratorios, sin embargo la nulidad no se debió en razón a la prohibición establecer amnistías sino a que la adopción de dicha medida no cumplió con los requisitos para su procedencia conforme lo establecido en la jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

No obstante lo anterior, cabe llamar la atención que el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, en la sentencia objeto de la presente acción de tutela de manera conveniente sólo transcribió los apartes que mencionan que no es posible, sin quebrantar el orden constitucional, consagrar una amnistía tributaria cuya única justificación consiste en la calidad de moroso del contribuyente beneficiario, pero no se dio a la tarea de revisar los argumentos contenidos en la exposición de motivos del proyecto de acuerdo que dio lugar a la aprobación del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021, los cuales estaban encaminados a demostrar el cumplimiento de los requisitos definidos por la jurisprudencia de la Corte Constitucional para la procedencia de las amnistías. 

De esta manera expresa el Tribunal de Risaralda que la condonación de los intereses constituye una amnistía tributaria y concluye que, es el legislador quien debe determinar la situación excepcional que amerite la adopción de la amnistía
, conclusión que dista bastante de lo contenido en la sentencia proferida por el Consejo de Estado, tal y como se demuestra en los correspondientes apartes transcritos en párrafos anteriores. 

Sentencia del 12 de marzo de 2015. Expediente 20309. La Sección Cuarta del Consejo de Estado analizó los incentivos tributarios otorgados a las víctimas por la afectación, daño, deterioro y derrumbe de viviendas ubicadas en zonas de alto riesgo y estableció que “las medidas de amnistía se adoptan como instrumento de política fiscal necesario e idóneo para enfrentar y superar las circunstancias excepcionales acaecidas, y para compensar la afectación de los principios anteriormente enunciados (igualdad, equidad y justicia tributaria). 

(…)

La condonación total de la deuda que adquirieron tales perjudicados por concepto del impuesto predial y la contribución del Acuerdo 6 de 2004, correspondientes a las vigencias 2010 y 2011, cuando ocurrió la temporada invernal, es entonces la contundente expresión de la solidaridad fiscal territorial, plasmada en la adopción de una técnica desgravatoria, que bajo criterios razonables y de equidad fiscal abolió la carga tributaria previamente definida por índices genéricos de capacidad económica, según las condiciones concretas de los sujetos gravados.”
 (Subrayas y negrillas fuera del texto original)
En la sentencia antes expuesta, el Consejo de Estado se pronunció frente al beneficio tributario consistente en el no pago del impuesto predial e intereses moratorios así como la contribución de valorización generadas sobre los predios que sufrieron perjuicios con la ola invernal acaecida en el 2010 en el Distrito de Barranquilla, y sobre el particular consideró el alto Tribunal que este tipo de medidas son las adecuadas para afrontar las consecuencias adversas para este tipo de crisis, tal y como se observa a continuación:  

“Se trata de una política eminentemente social que opera en el contexto del artículo 2º del texto constitucional, y que sin duda alguna se compadece con el perjuicio inferido a los deudores morosos afectados por la ola invernal, cuyas viviendas colapsaron de forma calamitosa por el irresistible fenómeno natural, liberándolos de obligaciones económicas adicionales a las que implican la recuperación y reconstrucción de aquellas y los demás gastos relacionados para conjurar o superar los daños.”
En este sentido, y acorde con la línea jurisprudencial tanto de la Corte Constitucional como del Consejo de Estado, y en virtud  de la función de “Impulsar el crecimiento económico, la sostenibilidad fiscal, la equidad social y la sostenibilidad ambiental, para garantizar adecuadas condiciones de vida de la población”,  el Alcalde de Pereira radicó el proyecto de Acuerdo Nº 18 - 2021 que dio lugar a la aprobación del Acuerdo Nº 14 de 2021, en circunstancias de hecho, financieras y sociales especiales, creando diferentes beneficios tributarios, en aras de compensar las cargas tributarias y económicas de los administrados.

Así las cosas, es entonces el alcalde municipal el llamado a, de acuerdo con las circunstancias excepcionales tanto de incumplimiento en los hechos notorios de la pandemia, a echar mano de este instrumento de política fiscal, promover el pago, generar beneficios a los administrados y en general propender por la reactivación económica de la ciudad.

Si bien el Tribunal de Risaralda en la sentencia objeto de tutela no analizó ninguno de los argumentos socio económicos incluidos en la exposición de motivos del Proyecto de Acuerdo Nº 18 de 2021 (Acuerdo Municipal 14 de 2021), nos vemos en la imperiosa necesidad de hacer una breve descripción de éstos con el propósito de demostrar la concurrencia y cumplimiento de los requisitos de procedencia de la amnistía tributaria contenida en el artículo 17 del referido Acuerdo Municipal. 
Situación Excepcional:

En la exposición de motivos se trae a cita textual apartes de algunas investigaciones y estudios socio económicos de los efectos adversos de la pandemia a causa del coronavirus, especialmente la referida a la tasa de desempleo en el mundo. Al respecto, la Séptima Edición publicada por la Organización Internacional del Trabajo “La COVID-19 y el mundo del trabajo”, respecto de la Ocupación, desocupación y salida de la fuerza de trabajo, expresó que “[a] escala mundial, la reducción de la cantidad de horas de trabajo en 2020 dio lugar a una disminución de la ocupación y una reducción de la cantidad de horas de trabajo de las personas que seguían ocupadas, con una gran variación entre regiones. La disminución de la ocupación fue más acusada en América y menor en Europa y Asia central, regiones en las que la reducción de la cantidad de horas de trabajo se vio compensada mediante planes para fomentar la conservación en el empleo, en particular, en Europa. A lo largo de 2020 se produjo una disminución sin precedentes de la ocupación a escala mundial de 114 millones de empleos con respecto a 2019. En términos relativos, esa diminución fue mayor en el caso de las mujeres (5,0 por ciento) que en el de los hombres, y mayor asimismo en el caso de los trabajadores jóvenes (8,7 por ciento) que en el de los de más edad.” 

Por su parte en Colombia la publicación TENDENCIA ECONÓMICA Nº 213 de Enero de 2021 publicada por el Centro de Investigación Económica y Social  de FEDESARROLLO reveló que “El 2020 quedó registrado en la historia mundial como el año de la pandemia del COVID-19, siendo un acontecimiento que afectó gravemente las dinámicas económicas y sociales en todos los países. Al inicio de la emergencia, la cuarentena estricta a nivel nacional decretada desde finales de marzo tuvo fuertes efectos sobre la mayoría de los sectores de la economía, ocasionando un decrecimiento anual del PIB para el segundo trimestre del -15,8%, la mayor caída histórica en la serie trimestral. Asimismo, el desempleo se incrementó, pasando de 9,5% en el cierre de 2019 a 19,8% en junio de 2020. Posteriormente, para el tercer trimestre del año, ante la reapertura del comercio y la flexibilización de las medidas de confinamiento se dio lugar a una recuperación gradual, evidenciada en un decrecimiento de -9,0% respecto al mismo periodo del año anterior. Los resultados del Índice de Seguimiento de la Economía (ISE) también mostraron una mejoría: mientras que en abril se registró un decrecimiento anual de -20,6%, en agosto la caída se ubicó en -10,3% y en noviembre la contracción fue de -3,4%.

En vista de las anteriores señales de recuperación, la llegada del 2021 se convirtió a nivel mundial en uno de los eventos más esperados, con la esperanza de dejar atrás la difícil coyuntura producto de la expansión del virus. El énfasis estaba en el inicio de los procesos de vacunación y en la continua flexibilización de las restricciones de movilidad, para un retorno gradual hacia la normalidad. Sin embargo, la situación en las primeras semanas del año dista de estas expectativas. El primer mes del año en el país vino acompañado de restricciones a la movilidad ante el creciente número de contagios posterior a la temporada decembrina y al progresivo copamiento de las Unidades de Cuidado Intensivo (UCI) en las principales ciudades del país.”

(…)

En términos generales, las medidas como la cuarentena total durante los fines de semana, la ley seca, y el pico y cédula, han afectado principalmente la operación de sectores como el de comercio y turismo, actividades artísticas y actividades financieras, dejando sin mayores efectos negativos en su operación a las actividades esenciales como la agricultura, construcción y en general la producción, transporte y comercialización de bienes de primera necesidad (Decreto 1076 del 2020).

Partiendo de lo anterior, el modelo que se usa para estimar el costo de las nuevas cuarentenas reconoce el carácter descentralizado de las medidas de confinamiento y los diferentes grados de intensidad con las que han sido aplicadas. Siguiendo la metodología propuesta por Mejía (2020), se especifica un modelo en donde el nivel de operación económica nacional esté desagregado a nivel sectorial y departamental. De esta forma, se obtienen los efectos diferenciados en la producción de cada sector de acuerdo con las medidas de confinamiento que han sido tomadas en diferentes regiones y ciudades dentro de cada departamento.

En lo atinente a los efectos en la ciudad de Pereira, las diferentes medidas de restricción a la movilidad decretadas durante los años 2020 y 2021 tales como toques de queda, ley seca, y el pico y cédula, han afectado principalmente la operación de sectores como el comercio, turismo, actividades artísticas y actividades financieras, las cuales han arrojado variaciones negativas en su crecimiento y a la vez contrayendo la economía municipal y nacional.

Ahora bien, respecto de las consecuencias el artículo “Análisis de Covid-19” publicado por la Facultad de Economía de la Universidad Externado refería que “Las sociedades latinoamericanas están en mora de construir su Estado de Bienestar. Suele decirse que los recursos fiscales no alcanzan para semejante pretensión, pero en cambio no se dice que la carga tributaria es muchísimo más baja que la de aquellos países. La crisis que atravesamos ha venido a confirmar la necesidad de una reforma tributaria de veras “estructural”, es decir apoyada en impuestos progresivos que paguen los de mayor ingreso y patrimonio, como en los países desarrollados.”

En consecuencia, ante la actual crisis económica nacional el Municipio de Pereira creó diferentes medidas o herramientas jurídicas, no solo que permitan aliviar la situación económica de las personas jurídicas y naturales afectadas con la pandemia originada por el Covid-19, coadyuvaran a la reactivación económica, al flujo de caja y a la liquidez de los contribuyentes, con el fin de evitar hacer más gravosa la situación económica con las cargas tributarias y además incentivar el recaudo y recuperación de la cartera morosa del municipio de Pereira, pues en última instancia  la consecuencia de la disminución del comercio, desaceleración de la economía, y pérdidas de empleo, se deriva en la caída de los aportes por concepto de impuestos con los que contribuyen los ciudadanos, y por ende disminuyen los ingresos corrientes de libre destinación del Municipio de Pereira lo que a la par genera el riesgo de no tener los recursos económicos para dar cumplimiento a los programas trazados en el Plan de Desarrollo Municipal y por supuesto en la inversión social de los sectores más vulnerables.
No ruptura del Principio de equidad 

En aras de verificar si la condición especial de pago y descuento de intereses moratorios contenida en el artículo 17 del Acuerdo Municipal 14de 2021 no viola ni transgrede el principio de igualdad y equidad tributaria, de manera que no se favorezca más a los contribuyentes incumplidos, resulta pertinente mencionar que en el Municipio de Pereira anualmente se otorgan a los contribuyentes cumplidos prebendas o estímulos en el pago de sus impuestos, tal y como se ha establecido en los Decretos Municipales Números 001 del 2 de enero de 2018, Decreto 001 del 2 de enero de 2019, Decreto 003 del 2 de enero de 2020, Decreto 1138B del 22 de diciembre de 2020 modificado por el Decreto 205 del 12 de marzo de 2021, en los cuales la administración municipal otorgó un descuento del 10% en el pago del impuesto predial a quienes paguen en las fechas determinadas y además también otorgó un 5% de descuento adicional para aquellos contribuyentes que no tengan obligaciones morosas por las vigencias anteriores. 

El ordenador del gasto entonces, como representante del Estado en la jurisdicción que le compete, puede circunstancialmente renunciar a algunas de sus potestades o prerrogativas, en este caso de imputación o tributarias, en pro de atender la realidad económica que así lo determinen. En este caso, es evidente que estamos frente a circunstancias de hecho y coyunturales excepcionales, ya sea la pandemia, en donde una política fiscal de alivios tributarios tiene sentido en el ordenamiento jurídico, sobre todo bajo el entendido que los contribuyentes cumplidos gozan de beneficios tributarios de descuento del 10% sobre el valor del impuesto por pronto pago y otro 5% de descuento adicional si ha sido un contribuyente cumplido en el pago de los tributos durante las vigencias anteriores, por ende, no se podría hablar de un premio injustificado a los contribuyentes incumplidos.

El ordenador del gasto entonces, como representante del Estado en la jurisdicción que le compete, puede circunstancialmente renunciar a algunas de sus potestades o prerrogativas, en este caso de imputación o tributarias, en pro de atender la realidad económica que así lo determinen. En este caso, es evidente que estamos frente a circunstancias de hecho y coyunturales excepcionales, ya sea la pandemia, en donde una política fiscal de alivios tributarios tiene sentido en el ordenamiento jurídico, sobre todo bajo el entendido que los contribuyentes cumplidos gozan de beneficios tributarios de descuento del 10% sobre el valor del impuesto por pronto pago y otro 5% de descuento adicional si ha sido un contribuyente cumplido en el pago de los tributos durante las vigencias anteriores, por ende, no se podría hablar de un premio injustificado a los contribuyentes incumplidos.

En ese orden, se tiene que el contribuyente cumplido solo tiene a su cargo el pago del 85% cuando aprovecha los beneficios de pronto pago y cumplimiento oportuno en el pago de las vigencias anteriores y en virtud que es cumplido no se generan intereses moratorios, en contraposición a los contribuyentes beneficiados con el artículo 17 del Acuerdo Municipal 14 de 2021, quienes debían cancelar el 100% del impuesto a fin de obtener la reducción de los intereses moratorios. Respecto a las sanciones relativas al impuesto de industria y comercio en situación de normalidad los contribuyentes pueden solicitar aplicación del principio de gradualidad y favorabilidad del régimen sancionatorio obteniendo en el mejor de los casos una reducción del 50%, cumpliendo los presupuestos establecidos en el artículo 640 del E.T.N., ahora bien, el mismo porcentaje de descuento obtienen los contribuyentes que se acogieran a lo dispuesto en el artículo 17 del citado Acuerdo, con la diferencia que el único presupuesto necesario para acogerse a la reducción es el pago del porcentaje restante.

De tal forma que, en el Municipio de Pereira se han establecido estímulos al recaudo tanto para los contribuyentes que pagan oportunamente sus obligaciones como también a los contribuyentes morosos objeto de los beneficios tributarios del presente acuerdo. Por consiguiente, a pesar de que con el artículo 17 se otorga descuento de intereses de mora y sanciones a los contribuyentes del impuesto predial y del impuesto de industria y comercio, éstos no tendrían un tratamiento fiscal más beneficioso que el aplicable a los contribuyentes cumplidos, pues éstos últimos han tenido descuentos hasta del 15% en el valor del impuesto, en contraposición a los morosos que deben pagar la totalidad del valor de capital del tributo. Además, frente a las sanciones relacionadas con el impuesto de industria y comercio, los contribuyentes cumplidos en el pago de este tributo no deben asumir la carga de la imposición de sanciones por no declarar, ni sanciones por no presentar las declaraciones de retenciones. 

Mecanismo idóneo para solventar la crisis económica

Sobre este tópico es importante recabar que el análisis de constitucionalidad del artículo 17 del Acuerdo 14 de 2021 no se debe analizar de forma aislada sino dentro del contexto de la totalidad del articulado del Acuerdo, pues allí se consagraron diferentes medidas fiscales, beneficios tributarios y herramientas que permiten a los contribuyentes el pago de sus obligaciones tributarias para con el Municipio de Pereira, así como aliviando la carga de los contribuyentes, y a la vez se ponga en marcha la reactivación económica de la ciudad.

De tal forma, cabe mencionar que el Acuerdo 14 de 2021 tiene la siguiente estructura: 
1) Artículos 1 al 10, artículo 24: Reducción de tarifas, establecimiento y adopción de exenciones, inclusión de exclusiones tributarias, siendo desgravatorio de algunas actividades.

2) Artículos 11 al 13: Facilidad de algunos trámites.

3) Artículo 14: Modificación de sanciones por omisiones relacionadas con el envío de información, siendo proporcional al monto y la falta.

4) Artículos 15 al 16: Condonación de cartera morosa del impuesto predial de las víctimas del conflicto armado interno  ordenado en sentencia judicial y establecidos en la Ley 1448 de 2011.

5) Artículo 17: condición especial de pago consistente en reducción de intereses moratorios de los impuesto predial, industria y comercio, sobretasa bomberil y sanciones tributarias.

6) Artículo 18 al 22: Aportes voluntarios considerados como donaciones con destino al Programa Pereira con Diversidad Económica, “Proyecto 2020660010035 Fortalecimiento del emprendimiento y desarrollo empresarial a través de los cedes y banca para todos del municipio de Pereira”, previsto en el Plan de Desarrollo Municipal.

7) Artículo 23: Dación en Pago. Se adoptó esta forma de extinción de obligaciones teniendo en cuenta que ante la actual crisis económica, algunos contribuyentes del impuesto predial no gozan de liquidez para pagar las obligaciones tributarias. 
Actual Tendencia Normativa 

En el marco del Estado de Emergencia, Social y Ecológica el Presidente de la República expidió el Decreto Legislativo 560 de 2020 mediante el cual adoptó medidas transitorias especiales y consagró un régimen de insolvencia con el objeto de mitigar la extensión de los efectos sobre las empresas afectadas por la crisis económica generada con la pandemia, y consagró algunas herramientas de aplicación de las entidades públicas para facilitar la recuperación de negocios del deudor que se acoge al régimen de insolvencia.

Posteriormente, con el fin de reglamentar lo establecido en el parágrafo 3 del artículo 5 del Decreto Legislativo 560 de 2020, el Gobierno Nacional recientemente profirió el Decreto 939 del 19 de agosto de 2021 a través del cual se estipuló que “la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales -DIAN y demás entidades del Estado podrán hacer rebajas de capital, intereses, sanciones o multas sobre obligaciones tributarias, así como rebajas sobre sanciones o multas diferentes de impuestos, tasas o contribuciones que administre cada entidad, que correspondan a deudas insolutas de empresas afectadas por las causas que motivaron la declaratoria del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica de que trata el Decreto 417 del 17 de marzo de 2020, que sean admitidas en procesos de insolvencia con fundamento en el Decreto Legislativo 560 de 2020, y hasta el término que establece el inciso 2 del artículo 1 del mismo, es decir, desde el 15 de abril de 2020 hasta el 15 de abril de 2022.” 

Por otra parte, el Congreso de la República el pasado 14 de septiembre de 2021 aprobó y promulgó la Ley 2155, la que a través de los artículos 45, 46, 47, 48 y 49 estipuló diferentes incentivos tributarios consistente en reducción de sanciones y la tasa de interés moratoria para contribuyentes que tengan obligaciones tributarias que presenten mora en el pago, y cuyo incumplimiento se haya ocasionado o agravado como consecuencia de la pandemia generada por el COVID-19.

Lo anterior se trae a colación con el fin de develar que tanto el gobierno nacional como el municipal se encuentran en consonancia, esto es, a través de la creación de medidas económicas y tributarias necesarias para permitir a los contribuyentes la reactivación económica, lo que a la postre conlleva consecuencias favorables para la economía colombiana. 

Por todo lo expuesto, ruego al Consejo de Estado declarar fundados los anteriores cargos.
IX. COMPETENCIA

Por ser la providencia controvertida del Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda, de acuerdo con el Decreto 2591 de 1991, el H Consejo de Estado es el competente para dirimir la presente controversia jurídica de orden nacional.

X.   PRUEBAS
14.-  DOCUMENTALES.
Solicito que se tengan como pruebas los siguientes documentos que acompaño a la presente demanda de tutela:

1.1.   Pruebas documentales relativas al proceso de validez
1.1.1. Proyecto de Acuerdo Nº 18-2021 radicado en el Concejo de Pereira el 5 de julio de 2021
1.1.2. Acuerdo Municipal Nº14 de 2021 aprobado por el Concejo de Pereira.
1.1.3. Sentencia del 30 de septiembre de 2021 proferido por el Tribunal Administrativo de Risaralda, Sala de Decisión Primera.
1.1.4. Acuerdo Municipal Nº 27 de 2020 proferido por el Concejo de Dosquebradas (Risaralda)
1.2.   Pruebas documentales relativas a la violación de mis derechos fundamentales.
x
XI. ANEXOS

Acompaño los documentos enunciados en el acápite de pruebas. 
XII. NOTIFICACIONES
ACCIONANTE:

El correo electrónico lennissant474@gmail.com
ACCIONADO:

El TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE RISARALDA, Sala Primera de Decisión, se notifica electrónicamente a través del correo stadmper@cendoj.ramajudicial.gov.co y  los correspondientes magistrados en las siguientes direcciones:

1. FERNANDO ALBERTO ÁLVAREZ BELTRÁN, en el correo electrónico stadmper@cendoj.ramajudicial.gov.co
2. DUFAY CARVAJAL CASTAÑEDA, en los correos electrónicos stadmper@cendoj.ramajudicial.gov.co, franciscoj.guerra@gmail.com y dufaycarvajal@gmail.com.
3. JUAN CARLOS HINCAPIÉ, en los correos electrónicos stadmper@cendoj.ramajudicial.gov.co y juancalihincapie@yahoo.com
Del H. Consejo de Estado, con todo respeto.
Maria Nubia Mejia Mejia 


� Entiéndase “cargados” por saldos que nuevamente deben ser cobrados por parte de la Administración Municipal de Pereira.


� Sentencia SU-116 de 2018.


� Sentencia SU 695/15.


� Aguirre Pangburn, R. (2009). Las Sentencias con Efectos Generales. Biblioteca Jurídica Virtual Universidad Autónoma de México. UNAM. Recuperado de: [http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/7/3021/23.pdf]. (Consulta efectuada el 6 de abril de 2015). Referencia dentro del documento “La modulación de los efectos en el tiempo de las sentencias de nulidad de los actos administrativos en Colombia”: Tesis presentada por: Sonia Marina Castro Mora; Universidad del Rosario facultad de Jurisprudencia Maestría en Derecho Administrativo, Bogotá D.C. 2015.


� Diez, M.M. (1965). Derecho administrativo. Tomo 2. Argentina: Editorial bibliográfica Argentina S.R.L.


� Corte Constitucional, sentencia T-389 de 2009.


� Consejo de Estado, Sección Quinta. Providencia del 31 de octubre de 1995, expediente 1438.


� Corte Constitucional, sentencia C-619 de 2003


� “La modulación de los efectos en el tiempo de las sentencias de nulidad de los actos administrativos en Colombia”: Tesis presentada por: Sonia Marina Castro Mora; Universidad del Rosario facultad de Jurisprudencia Maestría en Derecho Administrativo, Bogotá D.C. 2015. Pág. 112.


� Íbidem. Pág. 114.


� Consejo de Estado, Sección Cuarta, sentencia del 23 de febrero de 2011 (Exp. 76001-23-31-000-2005-02192-01 (17139


�    Proceso que se identificó con el número de radicado: 66001233300020210024000.
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